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RESUMEN: El presente trabajo no es otro que 
poner de relieve el gran paso que ha supuesto la 
creación de una nueva sección en la web de la 
Dirección General de Seguros y Fondos de Pensio-
nes que permite acceder a la información básica 
sobre las sanciones impuestas por dicha autori-
dad en materia de normas de conducta de mer-
cado. Una realidad que, a diferencia de lo que ya 
existía desde hacía tiempo en el sector bancario 
y en el bursátil, no ha hecho sino mejorar el nivel 
de transparencia en el mercado financiero en su 
conjunto.

ABSTRACT: This paper focuses on highlighting 
the great step the creation of a new section on 
the website of the General Directorate of Insu-
rance and Pension Funds has meant in order to 
allow public access to basic information on the 
sanctions imposed by said authority related to 
market conduct rules. A reality that, unlike what 
already existed for a long time in the banking and 
stock market sectors, has improved the level of 
transparency of the financial market as a whole.
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I. � JUSTIFICACIÓN Y PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA

El colapso que vienen sufriendo nuestros Tribunales en los últimos 
años debido al aluvión de procedimientos en materia de incumplimiento 
de las normas de conducta de mercado es un hecho insoslayable. Se cuen-
tan por miles los asuntos iniciados en los cuales se solicita la nulidad de 
la compra de productos financieros por incumplimiento de los deberes de 
información o por no haberse efectuado la evaluación de la convenien-
cia y de la idoneidad a clientes minoristas. Asimismo, han tenido espe-
cial trascendencia algunas de las multas impuestas a personas que, con 
razón en su carácter público, resultaban de interés para la ciudadanía2. 
En este contexto, el elevado coste reputacional generado por este tipo de 
comportamientos atribuidos a las entidades financieras es incuestionable, 
aumentando, más si cabe, la falta de confianza por parte de los inversores 
en el sector. Sin embargo, así como las entidades bancarias son observadas 
con cierto recelo tanto por las autoridades competentes como por la clien-
tela, las aseguradoras han escapado, al menos hasta la fecha, de la prensa 
negativa.

Las disfunciones en materia de normas de conducta en el mercado 
bancario y en el mercado de valores resultan evidentes y provocan efectos 
desde una doble perspectiva: la pública y la privada. El plano del Derecho 
privado, son incontables las sentencias que han dado la razón a los mino-
ristas determinando la nulidad de muchos de los productos indebidamente 
comercializados. Y, desde el prisma iuspublicista, las sanciones impuestas 
por mala praxis han sido una realidad más que incontestable3. Existe, 
pues, una clara correlación entre ambas dimensiones, la pública y la privada, 

2.	 Un ejemplo claro es la multa de 30.000 euros impuesta al ex ministro Josep Borrell por 
la venta de acciones de Abengoa, S.A. valiéndose del uso de información privilegiada 
antes de que dicha mercantil fuera declarada en concurso de acreedores y arrastrara a 
la ruina a miles de inversores nacionales e internacionales, tanto profesionales como 
minoristas.

3.	 Al respecto, ciertas voces de la doctrina conceptualizan la vertiente iuspublicista 
como un instrumento que sirve para «completar y reforzar los mecanismos de pro-
tección del Derecho privado, que prácticamente apenas tienen eficacia preventiva 
y normativamente carecen de ella». En PAZ ARES, C., VELASCO CABALLERO, 
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toda vez que los mismos hechos son susceptibles de provocar efectos jurí-
dicos en ambas dimensiones.

Pero, ¿qué sucede en el sector asegurador? Pues observado desde el 
punto de vista de la actividad jurisdiccional, y aunque no gocen de la misma 
popularidad que en el resto de subsectores financieros, los casos relativos 
al incumplimiento de normas de conducta se muestran igualmente nume-
rosos. La oscuridad de ciertas condiciones de la contratación, la ausencia 
de entrega de información precontractual obligatoria o la exclusión sorpre-
siva de la cobertura de algunos riesgos son los fundamentos jurídicos que 
articulan la mayor parte de los procedimientos iniciados en el orden civil y 
que, en la mayoría de los casos, son estimados favorablemente por nuestros 
tribunales. La mala praxis en el sector se muestra, asimismo, evidente. Sin 
embargo, y a diferencia de lo que sucede en los otros subsectores, no parece 
que haya existido un correlato a estos hechos en el plano administrativo 
sancionador.

No solo en la prensa general, también en la especializada, resulta prác-
ticamente imposible encontrar noticias en las cuales se informe sobre la 
imposición de multas a las entidades aseguradoras y a los mediadores, o 
sobre inhabilitaciones a directivos que ejercen en el sector. Pero, ¿a qué 
se debe esta ausencia? La lógica indica que solo existen tres posibles res-
puestas a tal pregunta. La primera, que las aseguradoras sean entes ejem-
plares y que en el desarrollo de su actividad no incurran en ningún tipo 
de incumplimiento en materia de normas de conducta. La segunda, que, 
constatada desde el plano del derecho privado la existencia de disfunciones 
en relación con el cumplimiento de estas normas, la autoridad competente 
–la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones (en adelante la 
«DGSFP»)– no investigue ni sancione a los operadores involucrados. La 
tercera y última, que, ejercida la potestad supervisora y sancionadora por 
parte de la DGSFP, esta actividad no sea pública, esto es, que no sea cono-
cida más que por los propios sancionados.

Pues bien, visto el elevado número de pleitos civiles en la materia, no 
resulta difícil descartar la primera de las opciones. Tampoco parece que, 
a la luz de los Informes publicados al respecto4, la autoridad competente 
no lleve a cabo las tareas de supervisión y de investigación que le han sido 
encomendadas. La solución no puede ser otra que la tercera antes apuntada: 
que, pese a existir, las sanciones impuestas por la DGSFP no sean conoci-
das más que por las infractoras y que por ese motivo, al menos hasta hace 
poco, en la práctica no hayan trascendido a los medios de comunicación.

Expuesto lo anterior, el objeto que pretende ser abordado en el pre-
sente trabajo no es otro que tratar de averiguar desde un punto de vista 

F., Infracciones administrativas y autocartera en la sociedad anónima, Mc Graw Hill, 
Madrid, 1997, p. 1.

4.	 Nos referiremos con más detalle a estos Informes en el epígrafe III.3.
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estrictamente jurídico por qué, a diferencia de lo que sucede en el mer-
cado de valores y el bancario, es casi imposible encontrar noticias en 
prensa general o especializada relativas a las sanciones impuestas por la 
DGSFP en materia de conductas de mercado. Para ello, en primer lugar, 
se analizarán qué concretos comportamientos son calificados como con-
ductas de mercado en el sector asegurador a fin de delimitar el objeto de 
estudio. Analizadas las distintas tipologías, se ofrecerá una visión global 
sobre el ejercicio de la potestad sancionadora desarrollada por la CNMV 
y el BDE en materia de conductas de mercado para, después, concluir 
que, hasta fechas muy recientes5, no ha sido posible hacer un recorrido 
análogo en el sector asegurador puesto que no existía publicidad formal 
sobre las sanciones; hecho que, por otra parte, perjudicaba gravemente a 
la efectiva transparencia en el sector. A todas estas cuestiones nos dedica-
remos a continuación.

II. � NORMAS DE CONDUCTA DE MERCADO EN EL SECTOR ASEGURADOR

Imbricado en el Título III «Ejercicio de la actividad», la LOSSEAR con-
tiene un Capítulo entero dedicado a las normas de conducta que han de 
ser tenidas en cuenta por todos aquellos operadores que participen en el 
sector asegurador. A su vez, dicho Capítulo se estructura en tres Secciones. 
La primera, referida a las normas de conducta que afectan a los modelos 
de pólizas, a las primas de seguro y a las bases técnicas empleadas por las 
aseguradoras. La segunda, relativa a los deberes generales de información 
que recaen sobre las entidades de seguros antes y durante el proceso de 
contratación. La tercera Sección aglutina y regula una serie de conductas de 
mercado de diversa naturaleza jurídica.

En concreto, la LOSSEAR impone a las aseguradoras la necesidad de 
someterse a mecanismos de solución de conflictos que faciliten a la parte 
asegurada resolver aquellas controversias que pudieran surgir como con-
secuencia de la contratación del seguro y obliga a estas entidades a contar 
con un departamento o servicio de atención al cliente encargado de aten-
der y solucionar las quejas y reclamaciones planteadas por los interesados. 
Finalmente, el referido Capítulo de la LOSSEAR se cierra incorporando una 
serie de disposiciones en materia de publicidad, de protección de datos de 
carácter personal y de lucha contra fraude.

Sin perjuicio de la relevancia que presentan todas las conductas de 
mercado antes enunciadas, el núcleo duro se identifica con las conteni-
das en las dos primeras Secciones; prelación que se justifica con base en 

5.	 Se llama la atención sobre este inciso pues, precisamente, desde que se envió el pre-
sente trabajo a la revista en la que tengo el privilegio de poder publicar (30 de abril de 
2021), hasta que fue remitido a quien suscribe (30 de mayo de 2021) tras proceder a 
su revisión, la DGSFP ha creado el acceso web que permite conocer qué sanciones han 
sido impuestas por dicha autoridad desde el año 2019. En todo caso, se volverá con 
mayor detalle sobre esta cuestión al final del artículo.
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dos motivos. El primero de naturaleza material, pues el establecimiento de 
ciertos límites en la configuración de los modelos de pólizas, de la determi-
nación de primas de seguro y de las bases técnicas, así como el suministro 
de deberes de información adecuados, son elementos básicos y esenciales, 
no solo de cara a garantizar un adecuado funcionamiento del mercado de 
seguros, sino a fin de preservar su propia existencia6. El segundo motivo 
que justifica la mayor trascendencia de estas concretas normas de conducta 
se denota claramente de su profuso desarrollo en los arts. 116-127 del ROS-
SEAR. Junto a las anteriores, y pesar de que su ubicación sistemática sea 
diferente, este desarrollo se aprecia también en materia publicitaria, por lo 
que, asimismo, este aspecto podría ser incluido en el núcleo duro de las 
normas de conducta.

Por contra, el referido Reglamento guarda silencio en relación con los 
mecanismos de solución de conflictos, la protección de datos de carácter 
personal y la lucha contra el fraude. Ahora bien, esta omisión no significa 
que haya una dejación de funciones por parte del supervisor sobre estas 
concretas materias, sino que su regulación y control es ejercido de manera 
transversal por otras autoridades públicas (por ejemplo, el SEPBLAC o la 
Agencia Española de Protección de Datos7). En definitiva, la existencia de 
mecanismos de solución de conflictos, la protección de datos de carácter 
personal o la lucha contra el fraude forman parte del eje axial que garan-
tiza, no solo la transparencia del mercado de seguros, sino la del mercado 
financiero en su conjunto. De aquí que, a diferencia de lo que sucede con 
las normas contenidas en las dos primeras Secciones, no puedan ser con-
sideradas como conductas específicas, y por tanto nucleares, del sector 
asegurador.

1. � MODELOS DE PÓLIZAS, PRIMAS DE SEGURO Y BASES TÉCNICAS

Las conductas de mercado recogidas en la primera Sección, estas son, la 
configuración de modelos de póliza, la determinación de primas de seguro, 
así como la adecuación de las bases técnicas y las provisiones empleadas 

6.	 Tanto así que, el respecto a estas normas de conducta de mercado han sido tradicio-
nalmente observadas desde la primera ordenadora del ejercicio de la actividad ase-
guradora en España: la Ley de 14 de mayo de 1908, de Registro de Inspección de 
Empresas de Seguros. En este sentido, vid. NÚÑEZ LOZANO, M. C., Ordenación y 
Supervisión de los Seguros Privados, Marcial Pons, 1998, p. 29.

7.	 Sobre la aplicación de la protección de datos personales en el concreto sector ase-
gurador, vid.: MAS BADÍA, M.D., «El contrato de seguro y la protección de datos de 
carácter personal análisis prospectivo ante la próxima aplicación del Reglamento (UE) 
2016/679», Un derecho del seguro más social y transparente, Civitas, 2017, pp. 191-
266; MAS BADÍA, M.D., «La obligación de las entidades aseguradoras de nombrar 
un delegado de protección de datos», Retos y desafíos del contrato de seguro: del nece-
sario «aggiornamento» a la metamorfosis del contrato, Civitas, 2020, pp. 1.105-1.124; 
GÓMEZ SANTOS, M., «Protección de datos de carácter personal en el sector asegura-
dor», FODERTICS 7.0: estudios sobre derecho digital, Comares, 2019, pp. 51-60.
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por las entidades aseguradoras, son las conductas que, en esencia, permi-
ten el funcionamiento y la propia existencia del negocio asegurador. En 
términos generales, la realización de estas tres conductas no está sujeta a 
autorización administrativa ni debe ser objeto de remisión sistemática a la 
DGSFP. Simplemente, las entidades han de poner a disposición de la refe-
rida Dirección toda la documentación relativa a estas cuestiones cuando 
así sean requeridas8, normalmente y por lo que aquí interesa, durante el 
transcurso de las actividades de inspección y supervisión.

El fin último perseguido por la normativa de ordenación y supervisión 
es garantizar que, llegado el momento, las entidades posean la capacidad 
económica necesaria para hacer frente al conjunto de los compromisos 
derivados de los contratos de seguro suscritos con sus clientes. No solo se 
trata de proteger a la parte asegurada, sino también de velar por la integri-
dad del propio sector asegurador y evitar su colapso. En este sentido, los 
mecanismos jurídicos tradicionalmente empleados por la industria asegu-
radora han sido los siguientes: la determinación de la prima de seguro, la 
elaboración de bases técnicas adecuadas y la ejecución de acuerdos para el 
intercambio de información entre entidades aseguradoras para crear tablas 
sobre la siniestralidad esperada.

Empezando por este último instrumento, es importante destacar que, 
cuanto mayor sea la muestra de datos relativos a la siniestralidad espe-
rada para cada categoría de riesgo, mayor será la precisión de la informa-
ción estadística, lo cual redundará en una notable mejoría en la gestión del 
riesgo por parte del sector asegurador, en una mayor eficiencia del mercado 
y, a la postre, en una mejor protección del asegurado9. Sin embargo, dado 
que la experiencia individual obtenida por cada aseguradora se limita a 
la observada a través de la cobertura de sus propios riesgos, resulta nece-
saria la puesta en común de esas experiencias individuales al objeto de 

8.	 Art. 95 de la LOSSEAR.
9.	 Este tipo de intercambios de información, al ser realizados entre competidoras, son 

observados con cierto recelo por las autoridades de la competencia al ser susceptibles 
de provocar la aparición de conductas de mercado anticompetitivas. Ahora bien, sin 
perjuicio de la inicial desconfianza, es cierto que la existencia de este tipo de cola-
boración entre empresas competidoras constituye un elemento absolutamente indis-
pensable para garantizar un adecuado funcionamiento del mercado de seguros. (Al 
respecto, vid. PEÑAS MOYANO, M.J., «Las nuevas reglas de la competencia en el 
sector asegurador: acerca del Reglamento 358/2003, de 27 de febrero de 2003, relativo 
a la aplicación del apartado 3 del artículo 81 del Tratado a determinadas categorías de 
acuerdos, decisiones y prácticas concertadas en el sector de seguros», Revista Española 
de Seguros, n.º 120, 2004, p. 568). Una especial necesidad que, hasta el pasado 31 de 
marzo de 2017, ha servido a la Comisión Europea como argumento para justificar 
la renovación de los sucesivos Reglamentos de exención por categorías propios del 
sector asegurador, contemplando, entre otras, estos concretos acuerdos. Un profundo 
análisis al respecto puede encontrarse en: GÓMEZ SANTOS, M., «De la exención a 
la autoevaluación en el sector asegurador: pasado, presente y lo que está por venir», 
Revista Española de Seguros, N.º 178, 2019, pp. 131-153.
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crear estudios sobre la siniestralidad esperada más fiables y precisos10. Así 
las cosas, el intercambio de información entre aseguradoras a fin de crear 
tablas, recopilaciones o estudios conjuntos relativos a la siniestralidad 
esperada para un riesgo en concreto es, sin duda, el mecanismo jurídico 
más eficaz y eficiente que ha permitido el adecuado funcionamiento de la 
industria aseguradora11.

Con la información obtenida sobre el riesgo esperado, las entidades 
aseguradoras son capaces de crear bases técnicas más fiables y precisas. 
A mayores, y con razón en las singularidades que comportan, se regulan 
ciertos aspectos que habrán de ser tenidos en cuenta a la hora de elaborar 
las bases técnicas de los seguros de vida, de decesos y de enfermedad12. Sin 
perjuicio de estas especialidades, la configuración general de estas bases 
debe detallar un amplio catálogo de elementos13, siendo los más relevantes 
el cálculo de las provisiones técnicas y la prima de seguro.

En atención a las provisiones técnicas, las bases tendrán que reflejar las 
metodologías y los modelos subyacentes utilizados para realizar su cálculo, 
así como las hipótesis empleadas a tal efecto. Por lo que se refiere al cálculo 

10.	 La adecuación de las tablas y estudios relativos a la siniestralidad esperada ha presentado 
un especial interés en la actividad llevada a cabo durante el ejercicio 2019-20 en los ramos 
de seguros de vida-riesgo y decesos. El proceso de envejecimiento en España se expresa 
de manera muy acusada y, por ello, resultaba acuciante actualizar las tendencias sobre 
el riesgo biométrico a fin de adaptar la situación financiera y de solvencia de las asegu-
radoras. En este contexto, se ha procedido a realizar una profunda revisión de las tablas 
empleadas por el sector asegurador para fijar los precios y calcular las provisiones técnicas 
contables y de solvencia, tanto de los seguros de vida con riesgo de longevidad, como 
aquellos expuestos al riesgo de mortalidad, incluido el ramo de decesos.

11.	 La utilización de estadísticas y tablas relativas a la siniestralidad esperada para un 
riesgo determinado ha sido un elemento que, ya desde la primera norma de ordena-
ción del mercado de seguros, siempre ha estado presente dada su singular trascen-
dencia. Así, ya en la Ley de seguros de 1908 (art. 6. 2.º), el uso de tablas, tarifas y 
provisiones técnicas manifiestamente insuficientes se contemplaba como una causa 
para denegar la inscripción en el Registro de aseguradoras y, por tanto, su autorización 
para operar en el mercado. En similar sentido, su sucesora, la Ley de 16 de diciembre 
de 1954, sobre ordenación de los Seguros privados, en su art. 10.5.º. Por su parte, la 
propia Comisión Europea afirma que «el cálculo del riesgo es una cuestión clave en 
la valoración de todos los productos de seguro, que parece ser un factor diferenciador 
de otros sectores, incluido el sector bancario. Esto hace que para valorar los riesgos 
técnicamente sea crucial el acceso a datos estadísticos sobre el pasado. Por lo tanto, la 
Comisión considera que la cooperación en este campo es específica del sector de los 
seguros y necesaria para valorar los riesgos». Comunicación de la Comisión relativa a 
la aplicación del artículo 101, apartado 3, del Tratado de Funcionamiento de la Unión 
Europea a determinadas categorías de acuerdos, decisiones y prácticas concertadas en 
el sector de los seguros (COM/2010/0100 final), §8.

12.	 Peculiaridades contenidas en los arts. 119, 120 y 121 del ROSSEAR, respectivamente.
13.	 En concreto, los recogidos en el art. 118.1 del ROSSEAR: información genérica sobre 

el riesgo en cuestión; información estadística sobre el tamaño de la muestra, las fuen-
tes o el método de obtención de la misma; el recargo de seguridad; los recargos de 
gestión; el recargo para beneficio o excedente; el cálculo de la prima, así como el de 
las provisiones técnicas.
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de las primas, se distinguen dos tramos. El primero, se identifica con la 
prima pura, esta es, la prima necesaria para cubrir el riesgo y los gastos 
de gestión de los siniestros; tramo que ha de fijarse, necesariamente, con 
arreglo a las bases estadísticas sobre la siniestralidad esperada. El segundo 
tramo se corresponde con la prima comercial, la cual debe ser calculada 
tomando como base la prima pura y los correspondientes recargos. Por 
consiguiente, el precio final que habrá de ser pagado por el tomador pre-
senta una doble naturaleza. De un lado, un tramo intensamente regulado, 
que se corresponde con el mínimo legalmente exigido para preservar el 
funcionamiento adecuado del mercado de seguros. De otro, un compo-
nente sometido al libre mercado que se erige como el principal factor que 
determina la competitividad entre unas aseguradoras y otras.

Es importante recalcar esta cuestión al objeto que aquí nos ocupa, 
puesto que la potestad supervisora y sancionadora atribuida a la DGSFP 
solo afecta al primer tramo de la prima del seguro, este es, el tramo regu-
lado –la prima pura–, recayendo en manos de la CNMC la potestad sancio-
nadora en relación con la parte de precio sometida al libre mercado14.

En conclusión, no entra dentro de las competencias atribuidas a la 
DGSFP supervisar y, en su caso, sancionar, si hay colusión, expresa o tácita, 
o si existen prácticas abusivas en el mercado de seguros, pese a que estas 
sean consideradas, asimismo, como conductas de mercado. En materia de 
supervisión, y por lo que ahora nos ocupa, su único cometido es controlar 
que el tramo de la prima del seguro sometido a regulación cumpla con las 
exigencias legal y reglamentariamente exigidas15.

2. � DEBERES DE INFORMACIÓN

En escenarios en los cuales existe información asimétrica, los mercados 
generan ineficiencias y sitúan a todos los operadores que intervienen en 

14.	 En este sentido, destaca el Expt. S/0037/08 Compañías de Seguro Decenal tramitado 
por la Comisión Nacional de la Competencia en materia de concertación empresarial 
horizontal, mediante el cual se declaró acreditada la existencia de un acuerdo para 
fijar precios mínimos de la prima comercial en el seguro decenal de daños a la edifica-
ción en España durante los años 2002-2007. El procedimiento concluyó sancionando 
a seis importantes compañías de seguros y reaseguros con multas por un importe 
total cercano a los 121 millones de euros. Al respecto, vid. MARCOS FERNÁNDEZ, 
F., «Lecciones de la revisión judicial del cartel del seguro decenal», Actas de derecho 
industrial y derecho de autor, N.º 36 (2015-2016), pp. 173-196; MARCOS FERNÁN-
DEZ, F., «The Spanish property insurance cartel», Connecticut Insurance Law Journal, 
18 (2), 2011, pp. 509-532.

15.	 En relación con la actividad supervisora, LAGUNA DE PAZ apunta que: «La super-
visión administrativa resulta, pues, decisiva. Se ha dicho que una buena supervisión 
puede superar los defectos de una pobre regulación. En cambio, una buena regulación 
no cumplirá sus objetivos si se acompaña de una pobre supervisión». En LAGUNA 
DE PAZ, J.C., «Supervisión administrativa del mercado de valores», Revista española 
de derecho administrativo, N.º 189, 2018, p. 2/28 (versión digital).
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el mismo en una posición más desventajosa16. Por consiguiente, el esta-
blecimiento de ciertos deberes informativos, ya se impongan a una sola 
parte, a algunas o a todas las participantes, constituye el mecanismo más 
adecuado de cara a procurar un mercado más competitivo, transparente y 
eficiente. Deberes informativos que, por lo que aquí interesa, se configuran 
como normas de conducta de mercado presentes en todos los subsectores 
financieros.

En el concreto mercado de seguros, la imposición de deberes de infor-
mación es concebida, principalmente, como un mecanismo jurídico efec-
tivo de cara a proteger a la clientela. En este sentido, con arreglo al art. 96 
de la LOSSEAR, el legislador carga a las entidades aseguradoras con el deber 
de informar a los tomadores sobre ciertos aspectos relevantes del seguro a 
contratar, cuyo desarrollo es contenido en el art. 122 del ROSSEAR. Junto 
a este deber general de suministrar información, se consagran, asimismo, 
otros deberes de información específicos cuando el contrato de seguro se 
ofrezca en régimen de derecho de establecimiento o de libre prestación de 
servicios (art. 123 del ROSSEAR), en los seguros de vida (124 ROSSEAR), 
en los seguros de decesos (art. 125 del ROSSEAR) o en los seguros de enfer-
medad (126 del ROSSEAR).

Pero la existencia de asimetría informativa no solo juega en contra de 
los intereses de la clientela, sino que también afecta de manera muy notable 
a las aseguradoras. Así pues, el art. 10 de la Ley 50/1980, de 8 de octubre, 
de contrato de seguro, carga a la parte asegurada con el deber de informar 
al asegurador sobre todas las circunstancias por él conocidas que puedan 
influir en la valoración del riesgo. El tomador ocupa la parte contractual 
que mejor conoce el riesgo asumido en la operación de contratación de 
seguro; máxime, teniendo en cuenta que el resultado del mismo puede 
depender exclusivamente de su comportamiento y que, salvo que se trate 
de un riesgo cuya cubertura resulte obligatoria17, la propensión a suscribir 
un seguro será mayor en aquellos casos en los que los asegurados tengan 
un mayor riesgo. Circunstancias ambas que se identifican con los dos otros 

16.	 ARROW, «Uncertainty and the welfare economics of medical care», en American Eco-
nomic Review, Vol. 53, N.º 5, 1953, p. 946.

17.	 Con base en la D.A. 2.ª de la Ley 20/2015, de 14 de julio, de ordenación, supervi-
sión y solvencia de las entidades aseguradoras y reaseguradoras, se establece que, 
siempre y cuando se articule a través de normas con rango de Ley, se podrá exigir 
«a quienes ejerzan determinadas actividades que presenten un riesgo directo y con-
creto para la salud o para la seguridad de las personas, incluida la seguridad finan-
ciera, la suscripción de un seguro u otra garantía equivalente que cubra los daños y 
perjuicios que puedan provocar y de los que sean responsables». Ejemplos claros de 
los seguros imbricados en esta categoría son el seguro de responsabilidad civil para 
vehículos a motor, los seguros de responsabilidad civil para ejercer determinadas 
profesiones, el seguro de responsabilidad civil para  realizar ensayos clínicos con 
un medicamento, el seguro de responsabilidad civil medioambiental, el seguro de 
responsabilidad civil por daños nucleares o el seguro deportivo para los deportistas 
federados.
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fallos del mercado que presenta el sector asegurador, el riesgo moral y la 
selección adversa, respectivamente.

Todos estos deberes son normas de conducta, pues, en definitiva, 
prescriben cómo han de comportarse en el mercado tanto los clientes 
como las aseguradoras para logar que este sea más transparente y efi-
ciente. Sin embargo, los efectos jurídicos que provoca la omisión de estos 
deberes son totalmente distintos con razón en la naturaleza del sujeto que 
los elude. Así, mientras que el incumplimiento del deber de no declarar 
el riesgo por parte del tomador solo tiene consecuencias en el plano obli-
gacional, esto es, en materia civil, las omisiones por parte del asegurador 
provocan efectos desde una doble perspectiva. De un lado, consecuencias 
en el ámbito del derecho privado (la nulidad o anulabilidad, en su caso, 
del contrato de seguro en su conjunto o de ciertas cláusulas, siempre que 
así lo haya acordado un juez); de otro, en el plano de lo público, la impo-
sición de las correspondientes sanciones administrativas por la autoridad 
competente.

El incumplimiento puntual de un concreto tomador de seguros del 
deber de declarar el riesgo –que es, en realidad, un deber informativo– no 
afecta en modo alguno al mercado de seguros. Su incumplimiento no tiene 
un alcance público y únicamente incide en la concreta relación contrac-
tual con la aseguradora. Sin embargo, el incumplimiento sistemático de los 
deberes informativos en los que pueden incurrir las aseguradoras, además 
de consecuencias civiles, daña de manera sistemática al sector asegurador 
en su conjunto, haciendo de este un mercado menos transparente y efi-
ciente; motivo por el cual este tipo de patologías han de ser sancionadas.

En definitiva, todos los deberes de información, en tanto que prescriben 
qué prácticas y comportamientos son admisibles en beneficio del mercado 
y cuáles no, pueden ser entendidos como normas de conducta y cumplen 
un papel crucial desde el punto de vista de la integridad del mercado asegu-
rador. Además, contribuyen a reducir la asimetría informativa, lo que bene-
ficia, no solo a los clientes, sino también a la consolidación de un mercado 
de seguros más confiable, competitivo y transparente18. Sin embargo, con 
base en la protección del orden público y económico, los únicos compor-
tamientos susceptibles de ser sancionados por la vía administrativa son las 
infracciones de conductas de mercado de las aseguradoras.

18.	 «El deber de informar a los tomadores por parte de las entidades aseguradoras va más 
allá de su significado como conducta de mercado y condición de la actividad asegu-
radora. Es por ello por lo que se ha de profundizar en esta obligación, cuya demanda 
se ha ido incrementando con el tiempo, con el objetivo de contribuir a una mayor 
transparencia y estabilidad financiera alcanzando la transparencia informativa, desde 
este punto de vista, una dimensión institucional como vía de protección para el asegu-
rado, una vez que ya ha constatado de forma indubitada la desigualdad entre las partes 
que celebran el contrato de seguro». En PEÑAS MOYANO, M.J., «El deber general 
de información de los aseguradores a los tomadores, asegurados y beneficiarios», en 
Revista Española de Seguros, N.º 171-172, 2017, p. 329.



386 387Normas de conducta de mercado en el sector asegurador...

3. � OTRAS NORMAS DE CONDUCTA: MECANISMOS DE SOLUCIÓN DE CONFLICTOS, 
PUBLICIDAD, PROTECCIÓN DE DATOS DE CARÁCTER PERSONAL Y LUCHA 
CONTRA EL FRAUDE

El Capítulo dedicado a las normas de conducta en el mercado de segu-
ros previsto en la LOSSEAR se cierra con una serie de aspectos que, si bien 
como se ha puesto de manifiesto, no forman parte del núcleo de la indus-
tria, resultan necesarios de cara a lograr un mercado financiero más fiable 
y transparente.

De todas las conductas contempladas en la Sección tercera, sin duda 
la publicidad ocupa un lugar preeminente desde el punto de vista de la 
transparencia. En este sentido, el ROSSEAR desarrolla profusamente cómo 
debe plantearse y materializarse la publicidad realizada por las entidades 
aseguradoras; publicidad que, en todo caso, habrá de contener información 
veraz, eficaz y suficiente sobre las características esenciales del producto de 
seguro.

La publicidad de las entidades aseguradoras no está sujeta a auto-
rización administrativa ni debe ser objeto de remisión sistemática a la 
DGSFP. No obstante, cuando las aseguradoras pretendan llevar a cabo 
campañas publicitarias de elevado coste o amplio ámbito de difusión 
pueden formular una consulta previa a dicha Dirección a efectos de evi-
tar cualquier sanción. Asimismo, el art. 127.4 del ROSSEAR establece 
que los materiales publicitarios deberán estar a disposición de la DGSFP 
en todo momento al objeto de poder supervisarlos si dicha autoridad lo 
estima conveniente19. Ahora bien, sin perjuicio de las competencias efec-
tivamente atribuidas por la normativa de ordenación y supervisión del 
sector asegurador a la DGSFP, el ente que de facto desempeña alguna fun-
ción en materia publicitaria es el Jurado de la Publicidad de Autocontrol. 
Un organismo que, dada su naturaleza privada, carece de todo tipo de 
potestad sancionadora y cuyas resoluciones ni son vinculantes ni tienen 
eficacia erga omnes.

Un ejemplo reciente que ilustra esta realidad es la reclamación plan-
teada contra la publicidad difundida en la web de una conocida asegura-
dora en la que se promovía la comercialización de un seguro de impago 
de alquiler con el siguiente enunciado: «Seguro de impago del alquiler», 
añadiendo, a continuación, con un tick en color verde «Cobertura de las 
mensualidades impagadas». El conflicto surgía en torno a si esa publici-
dad podría ser considerada como engañosa al omitir que, en realidad, el 
seguro cubría únicamente las mensualidades impagadas del alquiler siem-
pre que existiera un juicio por desahucio, desvirtuando, en consecuencia, 
las legítimas expectativas de los tomadores generadas por la publicidad. 
Analizado el asunto, mediante el dictamen de fecha 1 de octubre de 2020, 
la Secc. Primera del Jurado de Autocontrol determinó que ese anuncio 

19.	 Art. 127 del ROSSEAR.
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publicitario no transmitía un mensaje claro ni objetivo al omitirse dicha 
condición20.

III. � LA PUBLICIDAD DE LAS SANCIONES EN MATERIA DE NORMAS DE 
CONDUCTA EN LOS MERCADOS FINANCIEROS COMO INSTRUMENTO 
PROTECTOR DE LA TRANSPARENCIA

La publicidad es el mecanismo jurídico más eficaz que permite dar a 
conocer las resoluciones impuestas en materia sancionadora. Pero no nos 
referimos a la difusión de las sanciones a través de los distintos medios de 
comunicación –televisión, radio o prensa, si bien es innegable que la misma 
produce un gran impacto desde el punto de vista reputacional–, sino a la 
publicidad formal efectuada en medios oficiales tales como los boletines, 
los edictos y los diarios o, por lo que al objeto que aquí interesa, mediante 
los correspondientes registros públicos.

En el ámbito del Derecho administrativo sancionador, la publici-
dad no es un elemento esencial en todos los procedimientos; es más, 
la publicidad sancionadora se concibe como «una realidad dispersa y 
aparentemente caótica creada por un legislador que no atiende a catego-
rías ni a conceptos estables»21. En efecto, su naturaleza jurídica resulta 
controvertida22. Así pues, en algunos casos es posible encontrar disposi-
ciones en materia de publicidad configuradas como cuestiones acceso-
rias al procedimiento –por ejemplo, en la legislación de protección del 
consumidor–, mientras que, en otros supuestos, el hecho de dar publi-
cidad se concibe como un elemento inherente al propio procedimiento 
sancionador. Por otra parte, mientras que la sanción administrativa, 
entendida en sentido estricto, cumple con una clara función disuasoria, 
este mismo cometido no es siempre predicable de su publicidad. Hay 
quienes opinan que la publicidad de la sanción constituye, en sí misma, 
una sanción administrativa, pues con ella se pretende causar un daño, 
castigar al infractor y producir efectos disuasorios –HUERGO LORA23–, 

20.	 Asunto 157/R/SEPTIEMBRE/2020 de Autocontrol. Otro ejemplo, también relativa-
mente reciente, es la reclamación planteada contra la aseguradora Línea Directa ante 
Autocontrol con el objetivo de que este organismo dictaminara si la campaña publi-
citaria «Seguro de coche. 6 meses gratis» cumplía o no con los estándares en la medida 
en que la creatividad del anuncio omitía cuáles eran las condiciones esenciales de 
la promoción. En respuesta a tal petición, mediante el dictamen de 23 de enero de 
2020, el Jurado de la Publicidad concluía que la publicidad objeto de análisis era 
considerada engañosa. La resolución señalaba, asimismo, que se omitían cuáles eran 
las condiciones esenciales de la promoción y que ello podría alterar la percepción de 
un consumidor medio y razonablemente atento.

21.	 REBOLLO PUIG, M., «El contenido de las sanciones», Justicia administrativa: Revista 
de derecho administrativo, N.º Extra 1, 2001, p. 152.

22.	 RECODER VALLINA, T., Procedimiento administrativo sancionador en los mercados 
financieros. Especial referencia a la CMNV, Reus Editorial, 2019, pp. 212-221.

23.	 HUERGO LORA, A., «Publicidad del nombre de los infractores (sanción de)», Diccio-
nario de sanciones administrativas, Iustel, Madrid, 2010, p. 939.
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frente a quienes entienden que el hecho de publicar las sanciones no 
siempre tiene un carácter puramente sancionador –REBOLLO PUIG24, 
MARTÍN RETORTILLO25–.

En el contexto de los mercados financieros, la vigente normativa en 
materia de publicidad de las sanciones trae causa, fundamentalmente, de 
su homóloga europea; una nueva regulación que, por otra parte, ha exi-
gido acometer cambios transcendentales en los últimos años en el ordena-
miento jurídico español. En este nuevo escenario, el objetivo perseguido 
por el legislador se orienta en una triple dirección. En primer lugar, lograr 
el efecto disuasorio atribuido y esperado para cualquier tipo de sanción. 
El segundo, promover la realización de conductas más adecuadas entre los 
participantes y, por último, permitir a las autoridades competentes infor-
mar a los operadores sobre qué conductas y prácticas son consideradas 
como infracciones administrativas.

Lo antedicho, por lo que se refiere a los objetivos. En cuanto a la forma, 
la implantación de registros administrativos de acceso público y gratuito 
ha sido la opción elegida como la más eficaz para dar publicidad a las san-
ciones impuestas por las administraciones independientes y, más concreta-
mente, en el ámbito de los mercados financieros26.

Así las cosas, gracias al acceso que permiten los distintos registros 
administrativos27 es posible conocer qué sanciones han sido impuestas por 
las distintas autoridades con competencia en el sector financiero –la Comi-
sión Nacional del Mercado de Valores (en adelante «la CNMV»), el Banco 
de España (en adelante «el BDE») y la DGSFP– y, en consecuencia, conocer 
en qué medida es ejercida la potestad sancionadora por cada una de ellas, 
potenciando, a la postre, la consolidación de un mercado financiero más 
confiable y transparente.

24.	 REBOLLO PUIG, M., «El contenido de las sanciones», cit., p. 169.
25.	 MARTÍN RETORTILLO, L., «Las sanciones administrativas en relación con la defensa 

de los consumidores, con especial referencia a la publicidad de las mismas», Revista 
de administración pública, N.º 126, 1991, p. 184.

26.	 RECODER VALLINA, T., Procedimiento administrativo sancionador en los mercados 
financieros. Especial referencia a la CMNV, Reus Editorial, 2019, p. 237.

27.	 En el ámbito de los mercados de valores, la creación de este Registro viene obli-
gada por el art. 238. h) del TRLMV: «Artículo 238. Registros públicos en rela-
ción con los mercados de valores. La Comisión Nacional del Mercado de Valores 
mantendrá, con el carácter de registros oficiales, a los que el público tendrá libre 
acceso: (...) h) Un registro en el que, de conformidad con lo dispuesto en el artí-
culo 275.2, se harán constar las sanciones impuestas en los últimos cinco años por 
la comisión de infracciones graves y muy graves a las personas físicas y jurídicas 
sujetas al ámbito de supervisión, inspección y sanción previsto en este título». 
En el sector bancario, es el art. 115 de la LOSSEAC el precepto que lo obliga: 
Art. 115 de la LOSSEC: «Artículo 115. Publicidad de las sanciones. 1. La impo-
sición de las sanciones, con excepción de la de amonestación privada, se hará 
constar en los registros administrativos de entidades de crédito y altos cargos que 
correspondan».
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1. � POTESTAD SANCIONADORA DE LA CNMV

Conforme al último informe anual publicado por la CNMV, correspon-
diente al ejercicio 2018, su Comité Ejecutivo acordaba la incoación de 21 
nuevos expedientes sancionadores28 en los cuales se imputaban un total 
de 39 presuntas infracciones en diversas materias. Tomando como base el 
número de expedientes iniciados, destacaban los expedientes relacionados 
con la infracción de normas de conducta por abuso de mercado, en con-
creto, por manipulación de mercado y por el uso de información privi-
legiada. Nótese que, al igual que las normas de conducta relativas a los 
modelos de póliza, las tarifas de seguro y las bases técnicas constituyen el 
núcleo esencial de la actividad aseguradora, la manipulación de mercado 
y el uso de información privilegiada se identifican, en sentido similar, con 
las dos conductas que mayor daño pueden provocar en los mercados de 
valores29. Conductas que, de manera sistemática, son efectivamente perse-
guidas y sancionadas por la CNMV30.

Tendencialmente, las infracciones vinculadas al incumplimiento de 
estas dos concretas normas de conducta de mercado van de muy grave a 
grave, siendo la mayor parte de ellas imputadas, simultáneamente, tanto a 
personas físicas como jurídicas31. En cuanto a las cuantías de las multas, 
señalar que oscilan bastante. Las hay desde tan solo 15.000 euros impuestas 
a persona física por manipulación de mercado, hasta los 4.500.000 euros 
de multa a una entidad por no actuar en interés óptimo de los clientes y 
percibir incentivos no permitidos. No es este el lugar para referirnos al más 
que cuestionado efecto disuasorio de estas sanciones, pero, a la luz de lo 
expuesto, desde luego no parece que sea muy elevado. Una tibieza que no 

28.	 Materias sobre las que versan los expedientes abiertos en el ejercicio 2018: infrac-
ción por la incorrecta comunicación de participaciones significativas en sociedades 
cotizadas, incumplimiento de obligaciones de información por sociedades emisoras, 
incumplimiento de la normativa sobre ventas en corto, abuso de mercado, incum-
plimiento por parte de entidades de interés público de la obligación de disponer de 
comisión de auditoría, incumplimiento de normas de conducta en la relación con 
clientes o inversores, y el resto por vulneraciones de la normativa general sobre ESI, 
IIC y PFP.

29.	 En este sentido TAPIA HERMIDA apunta que: «(...) es, pues, la información la 
mercancía sutil que se cotiza, a la postre, en aquel mercado. De ahí la trascenden-
cia de las normas que rigen la conducta de quienes actúan en el mercado de valo-
res por la garantía última de la eficiencia y transparencia del mismo reside en el 
comportamiento adecuado de aquellos». TAPIA HERMIDA, A.J., «Las normas de 
conducta en el mercado de valores», Revista general de legislación y jurisprudencia, 
N.º 3, 2003, p. 447.

30.	 Vid. el Anexo I, en el que se recogen las sanciones impuestas por la CNMV en materia 
de conductas de mercado durante los ejercicios 2018, 2019 y 2020.

31.	 Nótese que la atribución de responsabilidad y de sanciones a personas físicas en el 
ámbito del mercado de valores, a diferencia de lo que ocurre en el bancario, no es tan 
reciente. En este sentido, vid. ROJO ÁLVAREZ-MANZANEDA, C., «Análisis jurídico 
de las normas de actuación en el mercado de valores», Revista de derecho del mercado 
de valores, N.º 12, 2013, p. 8/32 (versión digital).
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solo se aprecia en términos económicos; la ausencia de inhabilitaciones a 
directivos también brilla por su ausencia32.

Junto a las conductas de manipulación de mercado y el uso de infor-
mación privilegiada, la actividad sancionadora de la CNMV en materia de 
incumplimiento de los deberes de información a los clientes se muestra 
especialmente intensa. Esencialmente, las sanciones vienen referidas al 
incumplimiento de la obligación de evaluar la conveniencia de los pro-
ductos comercializados y su adecuación a los clientes. También sobre el 
incumplimiento de informar sobre las comisiones devengadas en ciertas 
operaciones. En estos supuestos, los infractores son exclusivamente perso-
nas jurídicas y las conductas se califican, normalmente, como infracciones 
muy graves.

Lo antedicho se puede afirmar toda vez que las sanciones impuestas 
en materia de normas de conducta, así como en otras áreas, son públicas y 
accesibles de manera gratuita para cualquier ciudadano a través de dos vías: 
la publicación en el BOE (conforme a lo establecido en el art. 313 quater 
del TRLMV, las sanciones por infracciones muy graves y graves deben ser 
publicadas en el BOE una vez adquieran firmeza en la vía administrativa33) 
y mediante el Registro público de sanciones34 (creado al amparo del art. 238 
h) del TRLMV35). La actividad sancionadora desempeñada por la CNMV 
resulta, pues, transparente y ello beneficia tanto al propio mercado finan-
ciero en su conjunto como a los clientes.

2. � POTESTAD SANCIONADORA DEL BDE

Al igual que en el mercado de valores, la actividad disciplinaria desa-
rrollada por el BDE en el sector bancario se muestra especialmente acusada 
en materia de transparencia. En este sentido, a tenor del último informe 

32.	 ¿Qué puede suponer para estas grandes corporaciones el pago de una multa de un 
millón de euros? La mayor sanción que puede imponerse a cualquier entidad es la 
retirada de su licencia de operaciones, así como, para los directivos, su inhabilitación 
para el ejercicio profesional.

33.	 De hecho, la publicación en el BOE se configura como un verdadero deber para la 
administración. En este sentido, RECODER VALLINA, T., Procedimiento adminis-
trativo sancionador en los mercados financieros. Especial referencia a la CMNV, Reus 
Editorial, 2019, p. 228: «(...) la publicación en el BOE, cuando se configura como 
obligatoria (como es el caso del TRLMV) es un deber, no un mero acto potestativo, 
y que el momento para cumplirlo es el de adquisición de firmeza por parte del acto 
sancionador, firmeza administrativa y no judicial».

34.	 Por mandato legal, el referido Registro se limita únicamente a recoger las sanciones 
impuestas en los últimos cinco años por la comisión de infracciones graves y muy gra-
ves a las personas físicas y jurídicas sujetas al ámbito de supervisión, inspección y san-
ción efectuado por la CNMV. https://www.cnmv.es/Portal/Consultas/RegistroSanciones/
verRegSanciones.aspx (Último acceso en marzo de 2021).

35.	 Real Decreto Legislativo 4/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley del Mercado de Valores (BOE-A-2015-11435).
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publicado por el BDE –correspondiente al ejercicio 2019–, tras la inspec-
ción de la cartera hipotecaria de cinco grandes grupos bancarios, todos 
ellos fueron sancionados por razones diversas. Entre otras conductas san-
cionadas, se encontraban las que siguen: no entregar debidamente infor-
mación precontractual y contractual a los clientes; calcular erróneamente 
la TAE al no incluir los gastos de formalización y/o los costes vinculados; 
no realizar un control diligente de las gestorías, así como cobrar comisiones 
indebidas36. Recalcamos que, de las cinco entidades inspeccionadas, todas 
ellas han sido sancionadas con multas que, en conjunto, ascendían a más 
de once millones de euros.

Por su parte, durante el ejercicio 2018, por incumplimientos de natu-
raleza similar en materia de normas de conducta fueron sancionados nueve 
grupos bancarios con multas que ascendían a más de quince millones de 
euros, de las cuales, tan solo dos sanciones han sido recurridas en la vía 
judicial y se encuentran pendientes de resolución definitiva37.

Con arreglo al mandato conferido por el legislador en el art. 115.7 de 
la Ley 10/2014, de 26 de junio, de ordenación, supervisión y solvencia de 
entidades de crédito, la publicidad de las sanciones impuestas por el BDE 
ha de ser difundida a través de su web corporativa38. Es decir, a diferencia 
de lo que sucede en el mercado de valores –y, como veremos, también en 
el asegurador–, el BDE no está obligado a crear un Registro administrativo 
específico para inscribir las sanciones impuestas39. A lo único que está 
obligado es a publicar en su web ciertos datos sobre las mismas.

De lo anterior, se colige que la transparencia en materia sancionadora 
es mucho más intensa en el mercado de valores (recordemos que existe un 
Registro administrativo específico y la obligación de publicar en el BOE 
aquellas sanciones calificadas como graves o muy graves) que en el ban-
cario, pues, en este último, la autoridad tan solo tiene la obligación de 
difundir en su web los contenidos más relevantes de las sanciones por ella 
impuestas40. ¿Y en comparación con el sector asegurador?

36.	 Informe del año 2019 publicado por el Banco de España, p. 127.
37.	 Vid. el Anexo II titulado «Tabla con las sanciones impuestas por el BDE en materia de 

conductas de mercado durante los ejercicios 2018-2020».
38.	 Accesible en: https://www.bde.es/bde/es/areas/supervision/sancion/sanciones-impues/index 

201700.html (Último acceso en marzo de 2021).
39.	 El art. 15 de la Ley 10/2014, de 26 de junio, de ordenación, supervisión y solvencia 

de entidades de crédito enumera los registros del Banco de España, sin incluir nada al 
respecto.

40.	 Aunque existan distintas intensidades, lo cierto es que el doble régimen de publicidad 
impuesto, tanto por la normativa reguladora en materia de valores como en aquella 
referida al sector bancario, es una rara excepción. Al respecto, vid. FARRANDO, I., 
«Publicidad de las sanciones graves y muy graves impuestas a personas físicas con-
forme al TRLMV», Revista de derecho bancario y bursátil, Año n.º 36, N.º 145, 2017, 
p.  2/26 (versión digital): «Para ello, principiaremos comprobando que esa doble 
publicación no viene exigida por ninguna norma comunitaria ni tiene parangón en 
los países de nuestro entorno. Circunstancia ésta que, sin duda alguna, justifica que 
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3. � POTESTAD SANCIONADORA DE LA DGSFP

Con carácter general, la incoación de expedientes sancionadores en el 
ámbito asegurador surge de la constatación, bien a través de un procedi-
miento inspector, bien mediante denuncia, de situaciones administrativas, 
de actos, de operaciones y de omisiones41 contempladas en alguno de los 
tipos infractores contenidos en el régimen sancionador. Igualmente, este 
tipo de expedientes suelen tener su origen en el incumplimiento de reso-
luciones puntuales o de deberes de información por parte de quienes están 
sometidos a supervisión de la DGSFP42.

A la luz de sentencias muy puntuales43 y de los informes anuales 
publicados por la DGSFP, queda clara la existencia de actividad supervi-
sora en materia de normas de conducta de mercado llevada a cabo por 
la referida Dirección. En concreto, en el último informe publicado por la 
DGSFP –correspondiente al ejercicio 2019–, se precisa que, durante ese 
periodo, fueron incoados 47 expedientes sancionadores, estando previstos 
dos tipos de tramitación: la ordinaria –con una duración de un año–, y la 
abreviada –con una duración de seis meses–. Añade el informe, igualmente, 
que a lo largo de ese ejercicio se concluyeron 27 expedientes sancionado-
res44 sin mencionar nada sobre las eventuales sanciones derivadas de los 

esta duplicidad publicitaria española pueda calificarse como una extravagancia en el 
panorama normativo europeo».

41.	 «En el Derecho administrativo sancionador, la mayor parte de infracciones tienen 
origen en una omisión. Si se observa el elenco de infracciones de cualquier normativa 
ordenadora de seguros –también de la actividad crediticia o del mercado de valores–, 
se comprobará que en su mayoría corresponden a inejecuciones de determinados 
comportamientos positivos impuestos por la ley (carecer de contabilidad adecuada, 
incumplimiento de la obligación de disponer de capital mínimo obligatorio, falta de 
remisión de información al órgano supervisor...)». En LATORRE CHINER, N., «Res-
ponsabilidad administrativa en entidades de seguros», Un derecho del seguro más social 
y transparente, Civitas, 2017, p. 1.136.

42.	 Un resumen breve pero completo sobre la evolución del régimen sancionador en el 
ámbito asegurador puede encontrarse en: CASAR FURIÓ, M.E., «Sistema de infraccio-
nes y régimen de las sanciones en la actividad aseguradora tras la normativa actual», 
Un derecho del seguro más social y transparente, Civitas, 2017, pp. 958-968.

43.	 De las escasas sentencias dictadas en la materia, destaca la de fecha 9 de diciembre de 
2020, procedente de la Sala Tercera del Tribunal Supremo, Secc. 3.ª, (STS 4299/2020 – 
ECLI: ES:TS:2020:4299), cuyos hechos traen causa de una inspección realizada a una 
importante aseguradora especializada en el seguro del ramo vida en materia de normas 
de conducta (en este caso, la inclusión en el modelo de la póliza de una exclusión de 
enfermedades preexistentes contraria al art.10 de la Ley del contrato de seguro).

44.	 Entre los motivos de incoación de expedientes sancionadores en 2019 han destacado, 
por su número y en atención a lo que aquí interesa, los que siguen: el incumplimiento 
del deber de presentar la oferta motivada o dar la respuesta motivada a que se refie-
ren los artículos 7 y 22.3 del texto refundido de la Ley sobre Responsabilidad civil y 
seguro en la circulación de vehículos a motor; la realización de actos u operaciones 
contrarias a las normas sobre transparencia de mercado y protección de los derechos 
de los usuarios en el ámbito de los seguros; así como la falta de remisión de la informa-
ción al FIVA, así como la falta de veracidad de la información remitida cuando con ello 
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mismos45. Esto por lo que se refiere al ejercicio del año 2019. Por su parte, 
en el informe relativo al año 2018, tampoco consta absolutamente nada en 
cuanto al ejercicio de la potestad sancionadora de la DGSFP durante ese 
periodo46. Algo similar sucede en el informe sobre el ejercicio 2016, pues no 
se ofrece ningún dato en relación a los expedientes sancionadores incoados 
o resueltos47. Por su parte, el informe del año 2017 sí contiene información 
sobre los expedientes sancionadores, de los cuales se indica que 27 fueron 
incoados a lo largo de ese periodo, sin añadir más información.

Ahora bien, llama la atención un inciso final recogido en algunos de 
estos informes: «Terminado el procedimiento sancionador, y junto con la 
resolución, en los casos en los que la sanción consista en una multa, se 
adjunta la correspondiente carta de pago». Pero, ¿qué sucede con la nece-
saria publicidad que la DGSFP debe dar a dicha sanción?

IV. � LA PUBLICIDAD DE LAS SANCIONES IMPUESTAS POR LA DGSFP: HACIA 
UNA MAYOR TRANSPARENCIA DEL SECTOR ASEGURADOR

El ROSSEAR dispone en el primer apartado de su art. 20 que, entre 
los actos sujetos a inscripción en el Registro administrativo al que viene 
referido el art. 40 de la LOSSEAR, se encuentran las sanciones impuestas 
por la DGSFP. Es decir, que además de ser notificadas a los interesados, es 
preciso dar publicidad a las sanciones impuestas a fin de que puedan ser 
conocidas por terceros, ya que esta publicidad, en definitiva, forma parte 
del núcleo más básico del ejercicio de la potestad sancionadora48. La norma 

se dificulte el control del efectivo cumplimiento de la obligación de aseguramiento o 
la identificación de la entidad aseguradora que debe asumir los daños y perjuicios oca-
sionados en un accidente de circulación. Informe anual de la DGDFP 2019, pp. 238 
y 239.

45.	 Nótese que el ejercicio de la potestad sancionadora en el ámbito de seguros se rige 
supletoriamente por el Real Decreto 2119/1993, de 3 diciembre, sobre el procedi-
miento sancionador aplicable a los sujetos que actúan en los mercados financieros 
(BOE-A-1993-30466), regulando en su contenido las especialidades justificadas por la 
complejidad del sector financiero, siendo, en lo demás, aplicable la normativa común. 
Sobre las peculiaridades que presenta este régimen especial, vid. FERNÁNDEZ-
ESPINAR Y LÓPEZ, L.C., «La potestad sancionadora de la Administración finan-
ciera», Documentación administrativa, N.º 282-283, 2009, pp. 241-290.

46.	 Si bien el epígrafe en el que debería indicarse, titulado «2.1.3. Fase de seguimiento 
de actas, procedimientos en situaciones de deterioro financiero y en situaciones que 
pueden dar lugar a la de adopción de medidas de control especial, procedimientos por 
comunicación del incumplimiento del capital de solvencia obligatorio o del capital 
mínimo obligatorio, procedimientos de disolución y procedimientos sancionadores», 
no se desarrolla el contenido relativo al último punto señalado: «procedimiento san-
cionador». Informe anual de la DGDFP 2018, pp. 236 y 237.

47.	 Informe anual de la DGDFP 2016, p. 162.
48.	 OCHOA MONZÓ, J., «El Derecho administrativo sancionador en la legislación espa-

ñola de transparencia y buen gobierno: singularidades destacables», Derecho & Socie-
dad, Vol. 2, N.º 54, 2020, p. 99, citando a BLANES CLIMENT, M. A., La transparencia 
informativa de las Administraciones públicas. El derecho de las personas a saber y la 
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exige, pues, no solo dar publicidad a las sanciones impuestas, sino que 
dicha publicidad deba efectuarse a través del Registro administrativo del 
art. 40 de la LOSSEAR, del cual, a su vez la propia DGSFP es responsable.

El Registro administrativo del art. 40 de la LOSSEAR ha de ser público, 
garantizándose su acceso mediante el uso de medios electrónicos a cual-
quier interesado y sujetándose, asimismo, a lo dispuesto en la Ley 19/2013, 
de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen 
gobierno y demás leyes que resulten de aplicación en materia de acceso a 
datos de carácter personal. A mayores, dispone el art. 40.4 de la LOSSEAR 
que, aquellas Comunidades Autónomas que tengan atribuidas competen-
cias en materia de ordenación y supervisión, estas serán las encargadas de 
llevar el correspondiente registro administrativo49.

Por su parte, la vigente redacción del art. 226. 3 de la LOSSEAR (cuyo 
tenor literal ha sido modificado recientemente aprovechando la publica-
ción de la Ley de distribución de seguros50), establece que «la imposición 
de las sanciones, salvo la consistente en amonestación privada, una vez 
que sean ejecutivas, se hará constar en el registro administrativo de entida-
des aseguradoras y reaseguradoras y en el de los altos cargos de entidades 
aseguradoras y reaseguradoras, indicando el tipo y clase de la infracción y 
la identidad del infractor». La modificación acometida en el año 2020 se 
circunscribe al momento en el que las sanciones han de ser inscritas en el 
Registro administrativo del art. 40 de la LOSSEAR. En la regulación origi-
nal, el deber de inscribir surgía al mismo tiempo en el que se procedía a la 
imposición de la sanción, mientras que, conforme a la redacción actual de 
dicho precepto, las sanciones habrán de ser ejecutivas con anterioridad a 
su inscripción51.

obligación de difundir información pública de forma activa, Pamplona, Thomson Reu-
ters Aranzadi, 2014.

49.	 Ahora bien, la atribución de este tipo competencias es problemática en tanto que 
resulta controvertido que las Administraciones Autonómicas tengan competencia 
sancionadora cuando las entidades infractoras pertenezcan a sectores con regulación 
propia en materia de protección a la clientela. Esto es, si las competencias autonó-
micas son concurrentes o excluyentes con respecto a los organismos reguladores 
estatales, en nuestro caso, la DGSFP. Al respecto, vid. ANDRÉS LLAMAS, M.A., «La 
competencia sancionadora de la administración autonómica de consumo en el ámbito 
financiero: un problema irresuelto», Potestad sancionadora y MIFID II, Aranzadi, 2019, 
pp. 123-132.

50.	 Vid. el art. 213.4 del Real Decreto-ley 3/2020, de 4 de febrero, de medidas urgentes por 
el que se incorporan al ordenamiento jurídico español diversas directivas de la Unión 
Europea en el ámbito de la contratación pública en determinados sectores; de seguros 
privados; de planes y fondos de pensiones; del ámbito tributario y de litigios fiscales 
(BOE-A-2020-1651).

51.	 Nótese que este precepto se encuentra imbricado dentro de un artículo que lleva por 
título «Art. 206. Medidas inherentes a la imposición de sanciones administrativas», 
por lo que, inexcusablemente, ha de ser tenido en cuenta en cualquier procedimiento 
sancionador.
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En otro orden de cosas, la norma dispone que las inscripciones relati-
vas a las sanciones serán canceladas en el Registro administrativo del art. 40 
de la LOSSEAR, bien de oficio –cuando haya recaído resolución o sentencia 
firme estimatoria del recurso interpuesto contra la sanción inscrita–, bien 
a instancia del interesado –dentro de los dos años siguientes a la fecha de 
la firmeza de la sanción para el caso de las infracciones leves, cinco años 
en el caso de las graves y ocho años en el caso de las muy graves, siempre 
y cuando no se haya incurrido en ninguna nueva infracción–. Por último, 
destaca que, a diferencia de lo que sucede en el mercado de valores y de 
bancario, la necesaria publicidad de las sanciones no se limita a aquellas 
que hayan sido calificadas como graves o muy graves: todas han de ser 
publicadas –únicamente se exencionan las amonestaciones privadas–.

En virtud de lo antedicho, resulta claro que el régimen previsto en la 
normativa del sector asegurador es comparable, en términos de transpa-
rencia, a cualquier otro subsector financiero. Sin embargo, es un régimen 
que, si bien desde el punto de vista de la técnica jurídica es absolutamente 
correcto y garantista, en la práctica ha carecido de valor por una sencilla 
razón: que dicho Registro administrativo, hasta mediados del año 2021, no 
ha sido ni público ni accesible por medios electrónicos.

1. � PUBLICIDAD DEL REGISTRO ADMINISTRATIVO PREVISTO EN EL ART. 40 DE LA 
LOSSEAR: UN ANTES Y UN DESPUÉS

Tal y como se ponía de manifiesto al comienzo del presente trabajo, 
frente a la intensa publicidad en materia sancionadora predicable del mer-
cado bancario y del bursátil, ya sea a nivel general o en prensa especiali-
zada, no parece que ésta goce del mismo impacto y difusión en el ámbito 
de los seguros. De hecho, se muestra prácticamente inexistente. En este 
sentido, resulta relevante que, hasta mediados del año 2021, no haya sido 
implementado el acceso público al Registro administrativo contemplado en 
el art. 40 de la LOSSEAR; un acceso que, en palabras de la propia DGSFP, 
respondiendo con fecha 24 de febrero de 2021 a la consulta planteada por 
quien suscribe, no existía.

«Una vez analizada, se resuelve dar acceso a la información soli-
citada y se informa, en relación al Registro Administrativo de la 
Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones para con-
sultar las resoluciones sobre expedientes sancionadores, que en 
estos momentos se encuentra en su fase final la implantación de 
una aplicación informática que permitirá el acceso por medios elec-
trónicos a la información sobre las sanciones administrativas ins-
critas en dicho Registro. Ello de conformidad con lo establecido en 
los artículos 40 de la Ley 20/2015, de 14 de julio, de ordenación, 
supervisión y solvencia de entidades aseguradoras y reasegura-
doras, y 23 del Real Decreto 1060/2015, de 20 de noviembre, de 
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ordenación, supervisión y solvencia de entidades aseguradoras y 
reaseguradoras.

En consecuencia, en un plazo de tiempo relativamente breve, se 
estima que podrá estar operativa la referida aplicación y, por tanto, 
accesible a través del portal web “www.dgsfp.mineco.es” la informa-
ción sobre las sanciones que figuran inscritas en el Registro Admi-
nistrativo»52. (La negrita y subrayado es nuestro).

Efectivamente, la propia autoridad confirmaba que, hasta ese momento, 
no existía publicidad del Registro administrativo del art. 40 de la LOSSEAR 
ni, en consecuencia, de las sanciones en materia de normas de conducta 
en el mercado de seguros que se habían impuesto por parte de la misma. 
No existía acceso público a este Registro a través de medios electrónicos, 
incumpliéndose, por consiguiente, el mandato dado por el legislador en el 
art. 40.3 de mismo texto53.

Ahora bien, tan solo tres meses después de haberse recibido la res-
puesta, se ha podido comprobar que, en efecto, en la web de la DGSFP se ha 
introducido una nueva sección, imbricada en el apartado «Registros públi-
cos», intitulada «Sanciones impuestas por la DGSFP», que permite acceder 
al registro de sanciones impuestas por dicha autoridad54.

Así las cosas, el recién estrenado acceso telemático al registro de las 
sanciones impuestas por la DGSFP posibilita, de manera gratuita, conocer 
qué sanciones han sido impuestas por dicha autoridad en el ejercicio de 
sus funciones, indicando la identidad de los infractores, el tipo de infrac-
ción, una breve descripción sobre la conducta sancionada, la cuantía de la 
multa, así como la fecha en la que la sanción ha adquirido firmeza en la vía 
administrativa.

Tras un análisis detallado de las sanciones publicadas a través de dicho 
acceso55, a priori, llaman la atención dos hechos: la escasa cuantía de las 
multas impuestas y la casi inexistente presencia de infractores persona 
física.

52.	 Vid. Anexo IV – Respuesta emitida por la DGFP, de fecha 24 de febrero de 2021, con 
N.º ref. 001-053494.

53.	 Quizás, esta omisión no ha sido puesta de relieve por ningún operador toda vez que 
la DGSFP, a diferencia de lo que sucede con la CNMV o el BDE, no es una autoridad 
independiente, sino que depende, directamente, de la Administración General del 
Estado. Una realidad, que, aunque lícita, no deja de ser una anomalía en el sistema 
financiero. Al respecto vid. LAGUNA DE PAZ, J.C., «Supervisión administrativa de 
entidades aseguradoras privadas», cit., pp. 4-5/24 (versión digital).

54.	 http://www.dgsfp.mineco.es/es/supervision/Paginas/Infracciones.aspx(Último acceso en 
mayo de 2021).

55.	 En el Anexo III se puede encontrar una Tabla de elaboración propia en la que se reco-
pila la información relativa a las sanciones impuestas por la DGSFP durante los años 
2019 y 2020.
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Respecto del primero, la multa más elevada asciende a 120.000 euros 
por el incumplimiento reiterado de los plazos y condiciones previstos en la 
normativa sobre movilización de derechos consolidados de los partícipes 
de planes de pensiones del infractor (ex Art. 35.4 r TRLPFP56), seguida de 
la imposición de una multa de 48.000 euros por el incumplimiento de la 
obligación de suministrar puntualmente al órgano competente los datos 
relativos al aseguramiento obligatorio de vehículos a motor, a efectos de 
constancia en el Fichero Informativo de Vehículos Asegurados (FIVA) o 
por la falta de veracidad en la información remitida (art. 195.22 LOSSEAR) 
y por una serie de multas de 36.000 euros también por incurrir en esta 
última conducta.

En cuanto a la naturaleza del infractor, solo se ha podido encontrar 
una multa impuesta (6.001 euros) por no remitir a la DGSFP, en los plazos 
legalmente establecidos, datos e información cuyo suministro periódico 
resulta obligatorio a efectos de supervisión, estadísticos y contables (ex art. 
55.3 h de la derogada Ley de mediación de seguros y reaseguros priva-
dos)57. De hecho, esta conducta es, sin duda, la más frecuente de todas las 
analizadas –son once las multas impuestas por este tipo de incumplimiento 
de las normas de conducta, representando casi un tercio de todas las anali-
zadas–. Junto a la anterior, destaca, asimismo, por el número de sanciones 
impuestas –un total de nueve–, el incumplimiento del deber de presentar 
una oferta o una respuesta motivada que cumpla los requisitos legales (ex 
art. 196.10 LOSSEAR).

Por otra parte, tanto el contenido como la presentación de este acceso 
resulta muy parecido al existente en la web del BDE. Ello tiene sentido 
toda vez que, a diferencia de lo que sucede con la normativa relativa al 
mercado de valores, ni el BDE ni la DGSFP están obligados a crear un 
Registro administrativo específico para inscribir las sanciones impuestas; 
a lo único a lo que vienen obligadas es a publicar en su web datos esen-
ciales sobre las mismas. Ahora bien, a pesar de la similitud que presentan 
ambos accesos, llama la atención que, en el caso de la recién estrenada 
sección en la web de la DGSFP, únicamente se muestran las sanciones 
impuestas desde el año 2019 (de hecho, solo constan tres, cuya firmeza 
en la vía administrativa se produjo a finales de dicho año), mientras que 
en la web del BDE, es posible acceder a la información en materia sancio-
nadora desde el año 201558.

56.	 Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre, por el que se aprueba el 
texto refundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones 
(BOE-A-2002-24252).

57.	 Ley 26/2006, de 17 de julio, de mediación de seguros y reaseguros privados (BOE-A-
2006-12916). Nótese, no obstante, que esta Ley ha sido derogada, con efectos de 6 de 
febrero de 2020, por la disposición derogatoria única.2 del Real Decreto-ley 3/2020, 
de 4 de febrero (BOE-A-2020-1651).

58.	 Último acceso a ambas secciones en mayo de 2021.
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En definitiva, la nueva sección creada en la web de la DGSFP mediante 
la cual se permite acceder a la información relativa a las sanciones impues-
tas por dicha autoridad contenidas en el Registro administrativo del art. 
40 de la LOSSEAR, no puede ser valorada más que positivamente desde el 
punto de vista de la transparencia en el sector asegurador.
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ANEXO I

Tabla con las sanciones impuestas por la CNMV en materia de conduc-
tas de mercado durante los ejercicios 2018-202059

Fecha de la 
resolución

Tipo de 
infracción 
y sujeto 
infractor

Multa (€) Conducta infringida Firme

03/12/2020 Muy grave
Persona
jurídica

2.000.000 Art. 284.1 del TRLMV: 
incumplimiento 
de la obligación de 
recabar información 
de los clientes para 
la evaluación de la 
conveniencia que 
permitía presumir 
la conveniencia 
sobre instrumentos 
financieros complejos 
inadecuadamente.

22/12/2020 Muy grave
Persona
jurídica

300.000 Art. 284.1 del TRLMV: 
vulneración relativa a la 
información recabada 
de clientes minoristas 
para la evaluación de la 
conveniencia.

28/09/2020 Grave
Persona 
física

20.000 Art. 231.1 a) del TRLMV 
en relación al art. 12.1 a) 
del Regl. (UE) 596/2014, 
de 16 de abril de 2014: 
abuso y manipulación de 
mercado.

Sí

59.	 Elaboración propia partiendo del Registro administrativo de la CNMV accesible a 
través del siguiente enlace: https://www.cnmv.es/Portal/Consultas/RegistroSanciones/
verRegSanciones.aspx Acceso último en marzo de 2021.
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Fecha de la 
resolución

Tipo de 
infracción 
y sujeto 
infractor

Multa (€) Conducta infringida Firme

03/03/2020 Muy grave
Persona
jurídica

2.000.000 Art. 284.1 del TRLMV: 
deficiencias en la 
valoración de la 
información recibida al 
evaluar la conveniencia 
de determinados clientes.

No

10/06/2020 Grave
Persona
jurídica

80.000 Art. 231.1 a) del TRLMV 
en relación al art. 12.1 a) 
del Regl. (UE) 596/2014, 
de 16 de abril de 2014: 
abuso y manipulación de 
mercado.

10/06/2020 Grave
Persona
jurídica

100.000 Art. 231.1 a) del TRLMV 
en relación al art. 12.1 a) 
del Regl. (UE) 596/2014, 
de 16 de abril de 2014: 
manipulación de 
mercado.

10/06/2020 Grave
Persona
jurídica

150.000 Art. 231.1 a) del TRLMV 
en relación al art. 12.1 a) 
del Regl. (UE) 596/2014, 
de 16 de abril de 2014: 
manipulación de mercado.

10/06/2020 Grave
Persona
jurídica

150.000 Art. 231.1 a) del TRLMV 
en relación al art. 12.1 a) 
del Regl. (UE) 596/2014, 
de 16 de abril de 2014: 
manipulación de mercado.

21/09/2020 Muy grave
Persona
jurídica

600.000 Art. 99 z) bis de la Ley 
24/1988, del Mercado de 
Valores: comercialización 
a los clientes de 
participaciones 
preferentes sin evaluar 
si resultaban adecuadas 
a los conocimientos 
y experiencia de los 
clientes y advirtiéndoles, 
erróneamente, de que 
no estaba obligada a 
evaluar la adecuación del 
instrumento ofrecido.

Sí
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Fecha de la 
resolución

Tipo de 
infracción 
y sujeto 
infractor

Multa (€) Conducta infringida Firme

28/01/2019 Grave
Persona
jurídica

125.000 Art. 62 de la Ley 
35/2003, de 4 de 
noviembre, de IIC: 
no haber actuado 
en beneficio de 
determinados partícipes.

Sí

29/05/2019 Grave
Persona
jurídica

150.000 Art. 17.1 del Regl. (UE) 
596/2014, de 16 de abril 
de 2014: información 
privilegiada suministrada 
a la CNMV.

No

20/02/2019 Grave
Persona
jurídica

60.000 Art. 83. ter 1 a) de la LMV: 
prácticas de manipulación 
del mercado.

No

20/02/2019 Grave
Persona 
física

20.000 Art. 83. ter 1 a) de 
la LMV: prácticas de 
manipulación del 
mercado

Sí

27/06/2019 Muy grave
Persona
jurídica

90.000 Art. 92.1 h) de la 
Ley 5/2015, de 27 de 
abril, de fomento de la 
financiación empresarial 
en relación con su 
art. 60: vulneración 
reiterada del principio 
de neutralidad y de 
actuación en el mejor 
interés de los clientes 
en relación con la 
información sobre 
rentabilidades, tarifas 
y comisiones, riesgos y 
advertencias.

Sí

24/07/2019 Muy grave
Persona
jurídica

200.000 Art. 282.3 en relación 
con el art. 125 del 
TRLMV: incumplimiento 
de los deberes de 
información a la 
CNMV en relación 
a la comunicación 
de participaciones 
significativas.

Sí
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Fecha de la 
resolución

Tipo de 
infracción 
y sujeto 
infractor

Multa (€) Conducta infringida Firme

24/07/2019 Muy grave
Persona 
física

100.000 Art. 282.3 en 
relación con el art. 
125 del TRLMV: 
incumplimiento de los 
deberes de información 
a la CNMV en relación 
a la comunicación 
de participaciones 
significativas.

Sí

28/07/2018 Muy grave
Persona 
física

70.000 Art. 81.2 a) de la 
LMV: compra por 
cuenta propia de 
acciones disponiendo 
de información 
privilegiada.

No

29/04/2019 Muy grave
Persona
jurídica

200.000 Art. 282.3 en 
relación con el art. 
125 del TRLMV: 
incumplimiento de los 
deberes de información 
a la CNMV en relación 
a la comunicación 
de participaciones 
significativas.

Sí

28/03/2018 Grave
Persona 
física

100.000 Art. 231.1 a) del 
TRLMV en relación 
al art. 12.1 a) del 
Regl. (UE) 596/2014, 
de 16 de abril de 
2014: prácticas de 
manipulación de 
mercado.

Sí

28/03/2018 Grave
Persona 
física

15.000 Art. 295.7 del TRLMV 
en relación al art. 
20 del Regl. (UE) 
596/2014, de 16 de 
abril de 2014: difusión 
de recomendaciones de 
inversión sin identificar 
al responsable de su 
elaboración.

Sí
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Fecha de la 
resolución

Tipo de 
infracción 
y sujeto 
infractor

Multa (€) Conducta infringida Firme

28/03/2018 Grave
Persona 
física

150.000 Art. 295.4 del TRLMV 
en relación al art. 12. 
1 b) del Regl. (UE) 
596/2014, de 16 de abril 
de 2014: prácticas de 
manipulación del mercado 
sobre acciones de varias 
sociedades emisoras.

Sí

28/03/2018 Grave
Persona 
física

50.000 Art. 295.4 del TRLMV en 
relación al art. 12. 1 b) 
del Regl. (UE) 596/2014, 
de 16 de abril de 2014: 
prácticas de manipulación 
del mercado sobre 
acciones de varias 
sociedades emisoras.

Sí

30/10/2018 Muy grave
Persona
jurídica

150.000 Incumplimiento de la 
prohibición acordada 
por la CNMV, de 12 de 
junio de 2017, sobre 
las ventas en corto y 
determinados aspectos 
de las permutas de 
cobertura por impago.

No

20/02/2019 Grave
Persona 
física

15.000 Art. 231.1 a) del TRLMV 
en relación al art. 
12.1 a) del Regl. (UE) 
596/2014, de 16 de 
abril de 2014: prácticas 
de manipulación de 
mercado.

Sí

17/04/2018 Grave
Persona
jurídica

150.000 Art. 83. ter 1 a) de 
la LMV: realización 
de prácticas de 
manipulación del 
mercado con acciones 
propias.

Sí

17/04/2018 Grave
Persona 
física

30.000 Art. 83. ter 1 a) de la 
LMV: realización de 
prácticas de manipulación 
del mercado con acciones 
propias.

Sí
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Fecha de la 
resolución

Tipo de 
infracción 
y sujeto 
infractor

Multa (€) Conducta infringida Firme

17/04/2018 Grave
Persona
jurídica

40.000 Art. 295.6 del TRLMV: 
incumplimiento de la 
obligación de comunicar 
a la CNMV como 
operaciones sospechosas 
de constituir manipulación 
de mercado.

Sí

27/09/2018 Muy grave
Persona 
física

100.000 Art. 81.2 b) de la LMV: 
comunicación ilícita de 
información privilegiada 
a terceros.

Sí

27/09/2018 Muy grave
Persona 
física

500.000 Art. 81.2 a) de la 
LMV: utilización de 
información privilegiada 
en operaciones.

Sí

27/09/2018 Muy grave
Persona 
física

500.000 Art. 81.2 a) de la 
LMV: utilización de 
información privilegiada 
en operaciones.

Sí

27/09/2018 Grave
Persona 
física

20.000 Art. 81.2 a) de la 
LMV: utilización de 
información privilegiada 
en operaciones.

Sí

27/09/2018 Muy grave
Persona
jurídica

350.000 Art. 284.1 TRLMV: 
incumplimiento de 
las obligaciones de 
información relativas 
a la evaluación de 
la conveniencia en 
operaciones de compra 
de clientes minoristas 
sobre instrumentos 
financieros complejos; 
incumplimiento de 
las obligaciones de 
información respecto 
a la naturaleza de 
los riesgos de las IIC 
comercializadas y de 
los instrumentos de 
renta fija e híbridos 
internacionales.

Sí
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Fecha de la 
resolución

Tipo de 
infracción 
y sujeto 
infractor

Multa (€) Conducta infringida Firme

27/09/2018 Muy grave
Persona
Jurídica

4.500.000 Art. 284.1 del TRLMV: 
no actuar en el interés 
óptimo de los clientes 
y percibir incentivos 
no permitidos.

Sí

27/09/2018 Muy grave
Persona
jurídica

170.000 Art. 53 de la LMV: 
incumplimiento de los 
deberes de información 
a la CNMV en relación 
con la comunicación 
de participaciones 
significativas.

Sí

27/09/2018 Grave
Persona
jurídica

40.000 Art. 295.6 del TRLMV 
en relación con el 
art. 16 del Regl. 
(UE) 596/2014, de 
16 de abril de 2014: 
incumplimiento de 
comunicar a la CNMV 
como operaciones 
sospechosas 
de constituir 
manipulación del 
mercado de ciertas 
operaciones.

Sí

27/09/2018 Grave
Persona 
física

15.000 Art. 295.4 del 
TRLMV: prácticas 
de manipulación de 
mercado.

Sí

27/09/2018 Muy grave
Persona
jurídica

200.000 Art. 296.5 del TRLMV: 
incumplimiento 
ocasional o aislado 
de la obligación de 
aplicar políticas 
y procedimientos 
adecuados para evitar 
que los posibles 
conflictos de interés 
afecten a los clientes.

Sí
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Fecha de la 
resolución

Tipo de 
infracción 
y sujeto 
infractor

Multa (€) Conducta infringida Firme

27/09/2018 Grave
Persona
jurídica

100.000 Art. 284.1 del TRLMV: 
incumplimiento 
ocasional o aislado 
de las obligaciones de 
información previstas en 
relación con informar 
adecuadamente a 
sus clientes sobre las 
comisiones reales que 
estaba percibiendo en 
la operativa de renta 
fija superiores a las 
pactadas.

Sí

30/05/2018 Muy grave
Persona
jurídica

60.000 Art. 284.1 del TRLMV: 
incumplimiento de la 
obligación de evaluar 
la conveniencia de 
los productos y su 
adecuación a los 
clientes.

27/09/2018 Muy grave
Persona 
física

30.000 Art. 282.6, en relación 
con el artículo 227.1.a) 
del TRLMV: venta por 
cuenta de un tercero de 
acciones disponiendo de 
información privilegiada.

01/02/2018 Grave
Persona
jurídica

40.000 Art. 83. ter 1 de la 
LMV: manipulación del 
mercado con acciones.

Recurrida y 
confirmada 
por el TS

01/02/2018 Grave
Persona 
física

15.000 Art. 83. ter 1 de la 
LMV: manipulación del 
mercado con acciones.

Recurrida y 
confirmada 
por el TS

17/04/2018 Grave
Persona
jurídica

125.000 Art. 83. ter 1 de la 
LMV: prácticas de 
manipulación del 
mercado.

Sí
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Fecha de la 
resolución

Tipo de 
infracción 
y sujeto 
infractor

Multa (€) Conducta infringida Firme

17/04/2018 Grave
Persona
jurídica

40.000 Art. 295.6 del TRLMV: 
incumplimiento de 
comunicar a la CNMV 
como operaciones 
sospechosas de 
constituir manipulación 
del mercado de ciertas 
operaciones.

Recurrida 
AN

30/05/2018 Muy grave
Persona
jurídica

85.000 Art. 80 e) de la Ley 
35/2003, de 4 de 
noviembre, de IIC: 
incumplimiento de los 
límites de inversión 
con perjuicio grave 
de los intereses de los 
partícipes.

Sí

17/04/2018 Grave
Persona
jurídica

75.000 Art. 83. ter 1 de la 
LMV: prácticas de 
manipulación del 
mercado.

Sí

17/04/2018 Muy grave
Persona
jurídica

15.000 Art. 107 quáter 3. c 
de la LMV: realización 
de ventas en corto 
descubiertas.

Sí

14/04/2018 Muy grave
Persona
jurídica

440.000 Art. 284.1 TRLMV: 
no actuar en interés 
óptimo de sus clientes 
y percibir incentivos no 
permitidos.

Sí

17/04/2018 Muy grave
Persona 
física

280.000 Art. 83. ter 1 de la 
LMV: manipulación del 
mercado con acciones.

Recurrida y 
confirmada 
por la AN

01/02/2018 Muy grave
Persona
jurídica

60.000 Art. 83. ter 1 de la LMV: 
realización de prácticas 
de manipulación del 
mercado con acciones.

Sí
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ANEXO II

Tabla con las sanciones impuestas por el BDE en materia de conductas 
de mercado durante los ejercicios 2018-202060

Fecha de la 
resolución

Tipo de 
infracción 
y sujeto 
infractor

Multa (€) Conducta infringida Firme

18/12/2020 Grave
Persona 
jurídica

1.080.000 Art. 93. f de la LOSSEC: 
incumplimiento de la 
Orden 2899/2011 y la 
Circular 5/2012 del 
Banco de España en 
lo relativo a la entrega 
de la información 
precontractual y a 
su contenido, así 
como al cálculo de 
la TAE incluida en 
dicha información 
precontractual.

Firme en 
vía adm.

20/11/2020 Grave
Persona 
jurídica

900.000 Art. 93.f LOSSEC: 
incumplimiento de la 
entrega de información 
precontractual a los 
clientes (normalmente en 
novaciones), así como a 
su contenido (omisión de 
gastos de formalización y 
otros costes obligatorios), 
y al de la documentación 
contractual (omisión del 
TAE).

Firme en 
vía adm.

26/06/2020 Grave
Persona 
jurídica

5.200.000 Art. 93.f LOSSEC: 
incumplimiento de la 
Orden 2899/2011 y 
la Circular 5/2012 del 
Banco de España en 
lo relativo a la entrega 
de la información 
precontractual, al cálculo 
de la TAE que figura en 
dicha información y a 

Firme en 
la vía adm.

60.	 Elaboración propia partiendo del Registro administrativo del Banco de España acce-
sible a través del siguiente enlace: https://www.bde.es/bde/es/areas/supervision/sancion/
sanciones-impues/index201700.html Acceso último en marzo de 2021.
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Fecha de la 
resolución

Tipo de 
infracción 
y sujeto 
infractor

Multa (€) Conducta infringida Firme

la omisión de dicha tasa 
en la documentación 
contractual, así como a 
los gastos repercutidos a 
los clientes por servicios 
de gestoría.

20/12/2019 Grave
Persona 
jurídica

525.000 Art. 93 f) LOSSEC: 
incumplimiento de la 
normativa aplicable 
(Orden 2899/2011 y 
Circular 5/2012 del 
Banco de España) porque 
se comprobó que no 
se entregaba en todos 
los casos al cliente la 
información precontractual 
necesaria, no incluyéndose 
información sobre los 
gastos de formalización 
asumidos. Además, se 
constató un deficiente 
cálculo de la TAE contenida 
en la información 
precontractual (FIPER) 
y en la documentación 
contractual, por no 
incluirse en dicho cálculo 
todos los gastos y costes 
que en él deben ser tenidos 
en cuenta. Se estimó 
igualmente insuficiente 
la información dada al 
cliente sobre el coste de los 
productos vinculados.

26/11/2019 Grave
Persona 
jurídica

3.000.000 Art. 93 f) LOSSEC: 
incumplimiento de la 
Orden 2899/2011 y de 
la Circular 5/2012 del 
Banco de España porque 
la TAE informada a los 
clientes era deficiente. 
Tampoco se calculaba

Sí
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Fecha de la 
resolución

Tipo de 
infracción 
y sujeto 
infractor

Multa (€) Conducta infringida Firme

adecuadamente ni 
en la información 
precontractual (FIPER) 
ni en la documentación 
contractual, al no 
incluirse en dicho 
cálculo algunos de los 
gastos de formalización 
a cargo del cliente. 
Asimismo en la FIPER se 
facilitaba una deficiente 
información a los 
clientes respecto de los 
gastos y costes asumidos 
por ellos.

29/03/2019 Grave
Persona 
jurídica

3.200.000 Art. 5 d) Ley 26/1988: 
incumplimientos de las 
Leyes 41/2007, 2/1994 
y 44/2002 en materia 
de: comisiones por 
amortización anticipada 
y compensación por 
riesgo de tipo de interés; 
comisiones por novación 
en ampliaciones de plazo; 
y redondeos de tipo de 
interés.

Sí

29/03/2019 Grave
Persona 
jurídica

3.200.000 Art. 5 e) Ley 26/1988: 
incumplimientos de la 
Orden 2899/2011 y de 
la Circular 5/2012 del 
Banco de España en lo 
relativo a: la entrega 
de la información 
precontractual; 
el contenido de 
los documentos 
de liquidación en 
cancelaciones anticipadas 
en las que se percibe 
compensación por riesgo 
de tipos de interés; el

Sí
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Fecha de la 
resolución

Tipo de 
infracción 
y sujeto 
infractor

Multa (€) Conducta infringida Firme

adeudo de comisiones 
en la novación de 
operaciones; el cálculo 
de la TAE incluida 
en la información 
precontractual y en 
la documentación 
contractual; y el contenido 
de la información 
precontractual en relación 
a otros costes considerados 
en la TAE y en el importe 
total a reembolsar.

29/03/2019 Muy grave
Persona 
jurídica

1.050.000 Art. 4 e) Ley 26/1988: 
incumplimientos del 
artículo 7 de la Ley 
41/2007, que prohíbe 
cobrar comisión por 
expedir la documentación 
bancaria que acredite el 
pago del préstamo.

Sí

29/03/2019 Grave
Persona 
jurídica

450.000 Art. 5 e) Ley 26/1988: 
incumplimientos de la 
Orden 2899/2011 y de 
la Circular 5/2012 del 
Banco de España en 
lo relativo a la entrega 
de la información 
precontractual y el 
contenido tanto de 
dicha información como 
de la documentación 
contractual, así como a la 
forma en que se calcula la 
TAE en la documentación 
precontractual y 
contractual, toda vez que 
no se incluyen todos los 
gastos de formalización a 
cargo del prestatario y el 
coste del seguro de daños 
exigido para concertar la 
operación.

Sí
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Fecha de la 
resolución

Tipo de 
infracción 
y sujeto 
infractor

Multa (€) Conducta infringida Firme

27/02/2019 Grave
Persona 
jurídica

174.000 Art. 93.f) LOSSEC: 
incumplimiento con 
lo establecido en la 
Orden 2899/2011 y en 
la Circular 5/2012 del 
Banco de España, en lo 
relativo a la información 
precontractual facilitada 
al cliente en relación 
con los gastos y costes 
de la operación, y a la 
inclusión en el cálculo de 
la TAE de tales gastos y 
costes.

Sí

21/12/2018 Grave
Persona 
jurídica

3.000.000 Art. 93.f) LOSSEC: 
incumplimientos 
relacionados con 
la información 
precontractual 
proporcionada al cliente 
sobre los gastos y costes 
de las operaciones de 
préstamos hipotecarios 
y la inclusión de tales 
gastos y costes en el 
cálculo de la Tasa Anual 
Equivalente.

Sí

30/11/2018 Muy grave
Persona 
jurídica

3.600.000 Art. 4 e) Ley 26/1988: 
incumplimientos de 
normas con rango 
de Ley relativos a los 
límites impuestos a 
las compensaciones 
por desistimiento 
en amortizaciones 
anticipadas, a las reglas 
sobre la sustitución de 
índices de referencia 
y a las normas sobre 
redondeo de tipos de 
interés.

Sí
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Fecha de la 
resolución

Tipo de 
infracción 
y sujeto 
infractor

Multa (€) Conducta infringida Firme

30/11/2018 Grave
Persona 
jurídica

1.200.000 Art. 5 e) Ley 26/1988: 
incumplimientos de 
determinadas exigencias 
relativas a la entrega 
de la información 
precontractual, al 
contenido mínimo 
que debía reunir ésta 
y la documentación 
contractual, a la forma 
de cálculo de la TAE, 
a la información 
proporcionada 
en relación con 
compensaciones por 
riesgo de tipo de interés 
en amortizaciones 
anticipadas, 
obligaciones.

Sí

30/11/2018 Grave
Persona 
jurídica

1.500.000 Art. 5 e) Ley 26/1988: 
incumplimientos 
de determinadas 
exigencias relativas 
a la información 
precontractual a 
facilitar al cliente, a la 
forma de cálculo de la 
TAE, a la información 
proporcionada 
en relación con 
compensaciones por 
riesgo de tipo de interés 
en amortizaciones 
anticipadas y al cobro 
de comisiones por 
cancelación registral 
y a la custodia de 
la documentación 
contractual.

Sí
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Fecha de la 
resolución

Tipo de 
infracción 
y sujeto 
infractor

Multa (€) Conducta infringida Firme

30/11/2018 Grave
Persona 
jurídica

1.200.000 Art. 5 d) Ley 26/1988: 
incumplimientos 
relativos a los límites 
impuestos por la 
Ley 41/2007 a las 
compensaciones 
por desistimiento 
en amortizaciones 
anticipadas y a 
las reglas sobre la 
sustitución de índices 
de referencia.

Sí

26/10/2018 Grave
Persona 
jurídica

1.500.000 Art. 5 d) Ley 26/1988: 
incumplimientos de 
la Orden 2899/2011 y 
de la Circular 5/2012 
del Banco de España 
en lo relativo a: la 
entrega y el contenido 
preceptivo que debe 
contener la información 
precontractual y 
contractual facilitada a 
los clientes; el cálculo 
de la TAE; y el cobro 
de comisiones por 
servicios no prestados.

Firme en 
vía adm.
Recurrida 
jud.

26/10/2018 Muy grave
Persona 
jurídica

3.000.000 Art. 4 e) Ley 26/1988: 
incumplimientos de 
las Leyes 41/2007 y 
44/2002, en materia 
de: compensaciones 
y comisiones 
en supuestos de 
amortización anticipada 
y aplicación de 
cláusulas de redondeo 
del tipo de interés.

Firme en 
vía adm.
Recurrida 
jud.
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Fecha de la 
resolución

Tipo de 
infracción 
y sujeto 
infractor

Multa (€) Conducta infringida Firme

29/06/2018 Grave
Persona 
jurídica

876.000 Art. 93 f) LOSSEC: 
incumplimiento de la 
Orden EHA/2899/2011, 
de 28 de octubre, 
de transparencia y 
protección del cliente 
de servicios bancarios, 
y de la Circular 5/2012, 
de 27 de junio, del 
Banco de España, a 
entidades de crédito 
y proveedores de 
servicios de pago, sobre 
transparencia de los 
servicios bancarios 
y responsabilidad 
en la concesión de 
préstamos.

Sí

30/05/2018 Grave
Persona 
jurídica

350.000 Art. 15 del Real Decreto 
Ley 6/2012, de 9 de 
marzo: incumplimiento 
de obligaciones 
relativas a cómo debe 
aplicarse el Código de 
Buenas prácticas y a 
la información que se 
debe facilitar al  
cliente.

Sí

30/02/2018 Grave
Persona 
jurídica

351.000 Art. 93 f) LOSSEC: 
incumplimiento de la 
Orden EHA/2899/2011, 
de 28 de octubre, de 
transparencia y protección 
del cliente de servicios 
bancarios, y de la Circular 
5/2012, de 27 de junio, 
del Banco de España, a 
entidades de crédito y 
proveedores de servicios de 
pago, sobre transparencia 
de los servicios bancarios 
y responsabilidad en la 
concesión de préstamos.

Sí
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ANEXO III

Tabla con las sanciones impuestas por la DGSFP en materia de conduc-
tas de mercado durante los ejercicios 2019 y 202061

Firmeza 
de la 
resolución

Tipo de 
infracción 
y sujeto 
infractor

Multa 
Abonada
(€)

Conducta infringida Estado

13/12/2020 Grave
Persona 
jurídica

36.000 Art. 195.19 LOSSEAR: 
incumplimiento de la 
obligación de suministrar 
al órgano competente la 
información requerida en 
la legislación reguladora 
del Registro de contratos 
de seguros con cobertura 
de fallecimiento o falta 
de veracidad de la 
información remitida.

Firme

13/12/2020 Grave
Persona 
jurídica

36.000 Art. 195.22 LOSSEAR: 
incumplimiento de la 
obligación de suministrar 
puntualmente al órgano 
competente los datos 
relativos al aseguramiento 
obligatorio de vehículos 
a motor, a efectos de 
constancia en el Fichero 
Informativo de Vehículos 
Asegurados (FIVA), o por 
la falta de veracidad en la 
información remitida.

Firme

27/12/2020 Grave
Persona 
jurídica

120.000 Art. 35.4 r) TRLPFP: 
incumplimiento 
reiterado de los plazos 
y condiciones previstos 
en la normativa sobre 
movilización de derechos 
consolidados de los 
partícipes de planes de 
pensiones.

Firme

61.	 Elaboración propia partiendo de la información obtenida en la nueva sección de la 
DGSFP a través del siguiente enlace: http://www.dgsfp.mineco.es/es/supervision/Paginas/
Infracciones.aspx Acceso último en mayo de 2021. Nótese que no se muestran las san-
ciones impuestas en el periodo 2018 toda vez que no son recogidas en dicho acceso.
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Firmeza 
de la 
resolución

Tipo de 
infracción 
y sujeto 
infractor

Multa 
Abonada
(€)

Conducta infringida Estado

15/12/2019 Leve
Persona 
jurídica

6.000 Art. 196.10 LOSSEAR: 
incumplimiento del deber 
de presentar una oferta o 
una respuesta motivada 
que cumpla los requisitos 
legales.

Firme

15/12/2019 Muy grave
Persona 
jurídica

12.000 Art. 55.2 LMSP: 
realización de actuaciones 
conducentes a promover 
el cambio de entidad 
aseguradora, en todo o en 
parte, de la cartera de los 
contratos de seguros que 
se hayan celebrado con su 
mediación.

Recurrida 
en vía 
judicial

01/12/2019 Grave
Persona 
jurídica

36.000 Art. 195.22 LOSSEAR: 
incumplimiento de la 
obligación de suministrar 
puntualmente al órgano 
competente los datos 
relativos al aseguramiento 
obligatorio de vehículos 
a motor, a efectos de 
constancia en el Fichero 
Informativo de Vehículos 
Asegurados (FIVA), o por 
la falta de veracidad en la 
información remitida.

Firme

12/11/2019 Leve
Persona 
jurídica

10.000 Art. 196.10 LOSSEAR: 
incumplimiento del deber 
de presentar una oferta o 
una respuesta motivada 
que cumpla los requisitos 
legales.

Firme

14/10/2020 Leve
Persona 
jurídica

6.000 Art. 196.10 LOSSEAR: 
incumplimiento del deber 
de presentar una oferta o 
una respuesta motivada 
que cumpla los requisitos 
legales.

Firme
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Firmeza 
de la 
resolución

Tipo de 
infracción 
y sujeto 
infractor

Multa 
Abonada
(€)

Conducta infringida Estado

14/10/2020 Leve
Persona 
jurídica

6.0000 Art. 196.9 LOSSEAR: 
incumplimiento de 
la obligación legal de 
informar inmediatamente 
de la existencia de 
conflicto de interés y del 
consiguiente derecho 
de libre designación de 
abogado y procurador.

Firme

08/10/2020 Leve
Persona 
jurídica

8.000 Art. 196.10 LOSSEAR: 
incumplimiento del deber 
de presentar una oferta o 
una respuesta motivada 
que cumpla los requisitos 
legales.

Firme

08/10/2020 Leve
Persona 
jurídica

8.000 Art. 196.10 LOSSEAR: 
incumplimiento del deber 
de presentar una oferta o 
una respuesta motivada 
que cumpla los requisitos 
legales.

Firme

08/10/2020 Leve
Persona 
jurídica

8.000 Art. 196.9 LOSSEAR: 
incumplimiento de 
la obligación legal de 
informar inmediatamente 
de la existencia de 
conflicto de interés y del 
consiguiente derecho 
de libre designación de 
abogado y procurador.

Firme

07/10/2020 Leve
Persona 
jurídica

6.000 Art. 196.10 LOSSEAR: 
incumplimiento del deber 
de presentar una oferta o 
una respuesta motivada 
que cumpla los requisitos 
legales.

Firme

07/10/2020 Leve
Persona 
jurídica

8.000 Art. 196.10 LOSSEAR: 
incumplimiento del deber 
de presentar una oferta o 
una respuesta motivada 
que cumpla los requisitos 
legales.

Firme
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Firmeza 
de la 
resolución

Tipo de 
infracción 
y sujeto 
infractor

Multa 
Abonada
(€)

Conducta infringida Estado

02/09/2020 Grave
Persona 
jurídica

6.001 Art. 55.3 h LMSP: 
ausencia de remisión 
a la Dirección General 
de Seguros y Fondos 
de Pensiones, en los 
plazos legalmente 
establecidos, de datos o 
información a suministrar 
periódicamente a 
efectos de supervisión, 
estadísticos y contables.

Firme

31/08/2020 Grave
Persona 
física

6.001 Art. 55.3 h LMSP: 
ausencia de remisión 
a la Dirección General 
de Seguros y Fondos 
de Pensiones, en los 
plazos legalmente 
establecidos, de datos o 
información a suministrar 
periódicamente a 
efectos de supervisión, 
estadísticos y contables.

Firme

26/08/2020 Grave
Persona 
física

6.001 Art. 55.3 h LMSP: 
ausencia de remisión 
a la Dirección General 
de Seguros y Fondos 
de Pensiones, en los 
plazos legalmente 
establecidos, de datos o 
información a suministrar 
periódicamente a 
efectos de supervisión, 
estadísticos y contables.

Firme

26/08/2020 Grave
Persona 
física

6.001 Art. 55.3 h LMSP: ausencia 
de remisión a la Dirección 
General de Seguros y 
Fondos de Pensiones, 
en los plazos legalmente 
establecidos, de datos o 
información a suministrar 
periódicamente a efectos de 
supervisión, estadísticos y 
contables.

Firme
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Firmeza 
de la 
resolución

Tipo de 
infracción 
y sujeto 
infractor

Multa 
Abonada
(€)

Conducta infringida Estado

26/08/2020 Grave
Persona 
física

6.001 Art. 55.3 h LMSP: 
ausencia de remisión 
a la Dirección General 
de Seguros y Fondos 
de Pensiones, en los 
plazos legalmente 
establecidos, de datos o 
información a suministrar 
periódicamente a 
efectos de supervisión, 
estadísticos y contables.

Firme

26/08/2020 Grave
Persona 
física

6.001 Art. 55.3 h LMSP: ausencia 
de remisión a la Dirección 
General de Seguros y 
Fondos de Pensiones, 
en los plazos legalmente 
establecidos, de datos o 
información a suministrar 
periódicamente a efectos de 
supervisión, estadísticos y 
contables.

Firme

26/08/2020 Grave
Persona 
física

6.001 Art. 55.3 h LMSP: 
ausencia de remisión 
a la Dirección General 
de Seguros y Fondos 
de Pensiones, en los 
plazos legalmente 
establecidos, de datos o 
información a suministrar 
periódicamente a 
efectos de supervisión, 
estadísticos y contables.

26/08/2020 Grave
Persona 
física

6.001 Art. 55.3 h LMSP: 
ausencia de remisión 
a la Dirección General 
de Seguros y Fondos 
de Pensiones, en los 
plazos legalmente 
establecidos, de datos o 
información a suministrar 
periódicamente a 
efectos de supervisión, 
estadísticos y contables.

Firme
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Firmeza 
de la 
resolución

Tipo de 
infracción 
y sujeto 
infractor

Multa 
Abonada
(€)

Conducta infringida Estado

25/08/2020 Grave
Persona 
física

6.001 Art. 55.3 h LMSP: 
ausencia de remisión 
a la Dirección General 
de Seguros y Fondos 
de Pensiones, en los 
plazos legalmente 
establecidos, de datos o 
información a suministrar 
periódicamente a 
efectos de supervisión, 
estadísticos y contables.

Firme

25/08/2020 Grave
Persona 
física

6.001 Art. 55.3 h LMSP: 
ausencia de remisión 
a la Dirección General 
de Seguros y Fondos 
de Pensiones, en los 
plazos legalmente 
establecidos, de datos o 
información a suministrar 
periódicamente a 
efectos de supervisión, 
estadísticos y contables.

Firme

25/08/2020 Grave
Persona 
física

6.001 Art. 55.3 h LMSP: 
ausencia de remisión 
a la Dirección General 
de Seguros y Fondos 
de Pensiones, en los 
plazos legalmente 
establecidos, de datos o 
información a suministrar 
periódicamente a 
efectos de supervisión, 
estadísticos y contables.

Firme

28/07/2020 Leve
Persona 
jurídica

10.000 Art. 196.10 LOSSEAR: 
incumplimiento del deber 
de presentar una oferta o 
una respuesta motivada 
que cumpla los requisitos 
legales.

Firme
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Firmeza 
de la 
resolución

Tipo de 
infracción 
y sujeto 
infractor

Multa 
Abonada
(€)

Conducta infringida Estado

14/07/2020 Grave
Persona 
física

36.000 Art. 195.22 LOSSEAR: 
incumplimiento de la 
obligación de suministrar 
puntualmente al órgano 
competente los datos 
relativos al aseguramiento 
obligatorio de vehículos 
a motor, a efectos de 
constancia en el Fichero 
Informativo de Vehículos 
Asegurados (FIVA), o por 
la falta de veracidad en la 
información remitida.

Firme

28/02/2020 Grave
Persona 
física

48.000 Art. 195.22 LOSSEAR: 
incumplimiento de la 
obligación de suministrar 
puntualmente al órgano 
competente los datos 
relativos al aseguramiento 
obligatorio de vehículos 
a motor, a efectos de 
constancia en el Fichero 
Informativo de Vehículos 
Asegurados (FIVA), o por 
la falta de veracidad en la 
información remitida.

Firme

18/01/2020 Leve
Persona 
jurídica

10.000 Art. 196.10 LOSSEAR: 
incumplimiento del deber 
de presentar una oferta o 
una respuesta motivada 
que cumpla los requisitos 
legales.

Firme

11/01/2020 Grave
Persona 
física

36.000 Art. 195.1 LOSSEAR: 
incumplimiento de la 
obligación de disponer 
de los fondos propios 
admisibles para cubrir 
el capital de solvencia 
obligatorio, cuando de 
este incumplimiento se 
derive una desviación 
igual o superior al 10 por 
ciento.

Firme
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ANEXO IV

Respuesta emitida por la DGSFP, de fecha 24 de febrero de 2021
N.º ref. 001-053494
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